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Jurisprudencia de septiembre 2026 

1) ALVAREZ DANIEL EDUARDO, ALVAREZ LUIS ALBERTO y ALVAREZ 

ISABEL ALICIA E/A "FIDEICOMISO EDIFICIO PELLEGRINI S/ 

LIQUIDACION JUDICIAL" Expte Nº 4360/20 S/ INCIDENTE DE 

REVISION" Expte. Nº 10376/2022-1-C, Civ y com 10o nominación de 

resistencia  

 

Valuación del aporte en especie en un fideicomiso inmobiliario.   

Es un fideicomiso inmobiliario, donde los recurrentes se presentan a verificar su crédito 

por el aporte realizado al fideicomiso "en especie". El juez analiza que  "el crédito a 

verificar por aquellos fiduciantes aportantes de bienes en especie a cambio de la entrega de 

unidades funcionales no es el valor que estas hubieran tenido de haberse realizado el 

proyecto, sino el valor del aporte efectuado por el insinuante “valuado conforme al estado 

en que el bien se encontraba al momento de su entrega, y conforme a su valor en dicho 

tiempo"  más intereses calculados desde que se efectuó el aporte o sea la fecha del contrato 

de fideicomiso y hasta la fecha de liquidación del fideicomiso a tasa activa. 



"2023: Año del 40º Aniversario de la Recuperación de la Democracia en la República
Argentina" -Decreto Nº 3261 del 30/12/2022-

Resistencia, 11 de julio de 2023

AUTOS Y VISTOS:

Para resolver en estos autos caratulados: "ALVAREZ

DANIEL EDUARDO, ALVAREZ LUIS ALBERTO y ALVAREZ ISABEL ALICIA

E/A "FIDEICOMISO EDIFICIO PELLEGRINI S/ LIQUIDACION JUDICIAL" Expte

Nº 4360/20 S/ INCIDENTE DE REVISION", Expte. Nº 10376/2022-1-C, y

CONSIDERANDO:

I.- Que se presentan los Sres. Daniel Eduardo, Luis

Alberto e Isabel Alicia, todos de apellido Alvarez, por su propio derecho, con el

patrocinio letrado del abogado Alexis Jovanovich y promueven incidente de

revisión contra la sentencia de verificación de créditos dictada en los autos

principales caratulados: "Fideicomiso Edificio Pellegrini S/ Liquidación Judicial",

Expte. Nº 4360/20, del registro del presente Tribunal.

Fundan la procedencia del recurso, en que se admitió

en subsidio el derecho de su parte a obtener la escrituración de las unidades

funcionales y complementarias, aunque no se otorgó valor, ni monto a su crédito

como fiduciantes originarios, en caso de no continuación de la ejecución de la

obra.

Manifiestan que su crédito, al igual que el de su

hermana fallecida, está dado, por ser cotitulares -en el porcentaje del 25%- del

inmueble dado al fideicomiso; o sea el monto total que se debe verificar resulta del

valor del terreno dividido cuatro, que es semejante al valor cancelado de las

unidades funcionales y/o cocheras que señalan les correspondería recibir a cada

uno si se finalizara la obra.

Terminan diciendo que, de acuerdo a la valuación

acompañada, el precio real del inmueble es de $ 93.100.000 por lo que solicitan se

verifique la suma de $ 23.275.000 a cada uno, con carácter quirografario. Realizan

otras consideraciones a las que me remito en orden a la brevedad, ofrecen

pruebas y formulan petitorio de rigor.

Que se imprime el trámite legal correspondiente a la

presente acción, ordenándose correr traslado al que fuera el Administrador

Fiduciario y al Liquidador Judicial interviniente por el término de diez (10) dias y



bajo apercibimiento de ley.

Que el Liquidador Cont. Guillermo Oria contesta el

traslado conferido señalando que le asiste razón al incidentista aunque no es

prudente su petición del monto, que resulta desproporcionado y no equitativo,

considerando que seria conveniente cuantificar los valores de las unidades de las

mismas medidas que figuran en el edificio. Ratifica el informe individual emitido

oportunamente como crédito quirografario.

Que no habiendo el Administrador Fiduciario

contestado el traslado conferido se le da por decaído el derecho dejado de usar;

se decreta su rebeldía en los términos del art. 75 del CPCC y se llama autos,

quedando la causa en estado de ser resuelta.

II-Que circunscripta la cuestión en los términos que

anteceden, "prima facie" es dable hacer un comentario respecto a la acción

interpuesta. La revisión que trata nuestra Ley de Concursos y Quiebras en su

artículo 37, segundo párrafo, presupone una resolución que es pronunciada sobre

las insinuaciones realizadas. El presente incidente debe plantearse ante el mismo

Tribunal que dictó la Resolución de Verificación, tal como se hizo en el caso de

marras, mediante el trámite previsto por los arts. 280 y siguientes de la norma

legal citada.-

Que siguiendo con el análisis de la presente acción,

cabe tener presente que a los fines de plantear el incidente de "revisión", resulta

necesaria una sentencia previa, la cual es pronunciada en los términos del art. 36

y/o 200 de la L.C.Q.. En esta verdadera sentencia se decide sobre la procedencia

y alcances de las solicitudes formuladas por los acreedores.-

En el decisorio que se pronuncia la ley establece que

un crédito puede ser declarado verificado por el juez, admisible o inadmisible,

según cada caso en particular.-

Concordantemente el art. 37 de la ley en mención

establece que la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de un crédito puede

ser revisada. Es decir, que el pronunciamiento admisible o inadmisible resulta ser

la condición necesaria y suficiente para acceder a este recurso específico que

regula la ley concursal.-

Ahora bien, el planteo de revisión debe incoarlo la parte

"interesada". En este sentido debe entenderse por parte interesada, como lo



explica Ragusa Maggiore, citado por Osvaldo Maffía: "aquel que de la

impugnación puede recibir una ventaja o que haya sufrido un perjuicio de la

providencia del juez" (Conf. autor cit.-Verificación de Créditos- 3a.Ed.act., p. 292).

Es decir que pueden intentar este recurso propio, los acreedores y el deudor.-

En concordancia con el análisis que vengo haciendo,

se entiende normalmente, que los acreedores promoverán la revisión si sus

pedidos fueron declarados inadmisibles (aunque sea en una parte) y el deudor,

obviamente, para que se excluya algún admisible.-

Por último, cabe preguntarse qué tema debe ser

ventilado en el presente incidente.-

Existen dos respuestas al interrogante formulado: a)

que la revisión verse sobre el contenido de la solicitud originaria, o b) que el

contenido varíe.-

En nuestra legislación, según se desprende del art. 37

de la L.C.Q. corresponde discutir en el incidente de revisión la misma materia del

pedido. En este sentido Provinciali, citado por Maffía expresa que: "El objeto del

juicio está delimitado por la originaria demanda de insinuación y circunscripto,

incluso subjetivamente, al tema de la verificación de crédito" (conf. Maffía,

Osvaldo, obra cit., p. 346).-

Asimismo, el maestro Héctor Cámara nos enseña que:

"Este recurso, en verdad, tiene carácter de reposición, por lo cual debe responder

a las consideraciones efectuadas para la admisión o rechazo del crédito" (Conf.

autor cit., "El Concurso Preventivo y la Quiebra", v. I, Ed. 1980 p. 715).-

Conforme lo expuesto, queda claro que el objeto del

presente incidente de revisión debe circunscribirse al ámbito material del pedido de

verificación originario.-

III- En el subexámine los acreedores se alzan contra la

sentencia de verificación de créditos dictada en la causa principal, toda vez que no

se ha dado valor ni monto alguno a su crédito como fiduciantes originarios,

solicitando se reconozca el mismo por el valor del terreno aportado al fideicomiso.

Que en dicha oportunidad me he expedido sosteniendo

que: "..no resulta factible en el supuesto de autos determinar monto alguno a los

fines de la admisibilidad del crédito en dinero; ya que no solo no lo solicitan los

insinuantes sino que tampoco resulta de las constancias de esta insinuación; todo



lo cual podrá determinarse en su caso ante un proceso de mayor amplitud

probatoria y de debate (revisión/art.37 LCQ). Que sin perjuicio de ello,

encontrándose reunidas las exigencias del art. 146 de la LCQ, para el supuesto en

que se termine la obra, procede ADMITIR en subsidio, el derecho a obtener la

escrituración de las Unidades Funcionales y Complementarias, respecto de los

insinuantes Daniel Eduardo, Luis Alberto e Isabel Alicia, todos de apellido

Alvarez..."

Siendo esto así, en primer lugar reafirmo lo dispuesto

en oportunidad de la verificación tempestiva dado que en aquella ocasión, de

estrecho marco cognoscitivo, de ninguna manera podría haberse valuado el aporte

del fiduciante, que se hará en esta instancia de revisión.

Sentado esto y a fin de resolver cabe tener en cuenta

que los recurrentes se presentan a verificar su crédito por el aporte realizado al

fideicomiso "en especie" -mediante el aporte del terreno donde se habría de

edificar la construcción- y en esta instancia determinan como monto que se debe

admitir a cada uno de los aportantes, el valor del inmueble según valuación

actualizada que acompañan, dividido cuatro, o sea un porcentaje del 25%,

resultando la suma de $23.275.000 con carácter quirografario para cada uno.

Prima facie es necesario puntualizar que el fiduciante

originario de un fideicomiso inmobiliario, -al igual que los demás fiduciantes-,

efectúa un aporte con miras a obtener una ganancia, pero no es menos cierto que

ello lleva ínsita, como contrapartida, la asunción de un riesgo: que el negocio no

llegue a ejecutarse íntegramente. Alea o riesgo, que por otra parte, en mayor o

menor medida, resulta propia de todo contrato oneroso.

De esta manera, como ya lo venimos sosteniendo, los

fiduciantes-beneficiarios no originarios o adherentes, verificaron su crédito por la

suma efectivamente "abonada como contraprestación de la futura adjudicación y

escrituración de unidades funcionales o complementarias a construirse a través de

este fideicomiso" -sent 14/09/22 Expte Nº 4360/20- lo cual parece adecuado, ya

que de haberse verificado su crédito por el valor de las unidades funcionales que

esperaban recibir, se estaría traspasando el riesgo por ellos asumidos a la

liquidación.

Ahora bien, respecto del supuesto de autos, la doctrina

ha dicho que "el crédito a verificar por aquellos fiduciantes aportantes de bienes en



especie a cambio de la entrega de unidades funcionales no es el valor que estas

hubieran tenido de haberse realizado el proyecto, sino el valor del aporte

efectuado por el insinuante. Ello es así, se reitera, pues -de lo contrario- se

estaría soslayando la relevancia del riesgo asumido por el fiduciante al contratar,

riesgo que no puede ser trasladado al "concurso", lo que sin dudas sucederia si se

entendiera que el fiduciante tiene derecho a verificar el valor de las unidades

funcionales que hubiera recibido en caso de concretarse el proyecto" CNCom. sala

F, Fideicomiso Holmberg 3924 s/quiebra s/ incidente de revisión de crédito de

Torales Martin" 01/08/2017, cit. por Eduardo Bustamante "La liquidación del

patrimonio fideicomitido" Revista de Derecho Comercial y de las Obligaciones,

pág. 1538.

Sobre cómo realizar la valuación de dicho aporte,

siguiendo al autor citado, debemos señalar que el valor del bien puede haberse

modificado, por ejemplo por haber recibido mejoras luego de haber sido aportado y

en ese caso, la valuación debe prescindir de ellas, ya que de lo contrario se

estaría enriqueciendo sin causa al fiduciante, ya que él no aporto las mejoras; por

lo que la valuación del inmueble debe ser realizada conforme su estado al

momento en que fue aportado al fideicomiso (pág. 1539).

Cabe considerar asimismo que la valuación del

inmueble pudo haber sufrido modificaciones por producto de la valorización del

área donde se encuentra ubicado el bien, la que tampoco debe tenerse en cuenta,

ya que se hacerse, se estaría beneficiando o perjudicando al fiduciante, por el

mayor o menor valor que pueda haber adquirido el inmueble luego de haber salido

de su patrimonio; por lo que la valuación debe tener en cuenta, no solo el estado

del bien al momento en que fue aportado, como lo dijeramos antes, sino también

el valor del bien a ese momento.

Concluimos entonces en que "La acreencia del

acreedor, cuando tenga su causa en el aporte efectuado al fideicomiso, debe ser

necesariamente valuada conforme al estado en que el bien se encontraba al

momento de su entrega, y conforme a su valor en dicho tiempo" (conf. autor y obra

cit. pág. 1540)

Siendo esto así, a los fines de determinar el valor de lo

aportado, y considerando las dificultades prácticas y de costo que ello conlleva,

entiendo que asiste razón a los recurrentes en cuanto al procecedimiento



propuesto a tal fin. Esto es, tomar como valor de referencia el de inmuebles de

similares características a los que éstos debían recibir como fiduciantes

aportantes, junto a la hoy fallecida (Laura Beatriz Alvarez) al finalizar la obra -ocho

(8) departamentos y cuatro (4) cocheras-, lo que seria el equivalente al valor del

terreno a ese momento en que se realizó el aporte. Considerando tales valores

con intereses incluidos, ello resulta en la suma total de $12.640.656,92.

Que en relación al cálculo en dólares efectuado por los

mismos, no resulta procedente toda vez que ello implica una actualización del

monto a verificar, no admitida por la ley ni aceptada conforme los fundamentos

antes expuestos. 

Los intereses, en este caso, atento todas las medidas

tomadas en el expte ppal a los fines de determinar la mora, sin resultados, son

calculados desde que se efectuó el aporte o sea la fecha del contrato de

fideicomiso -07/03/2013- y hasta la fecha de liquidación del fideicomiso -

30/06/2021- a tasa activa.

Consecuentemente con todo lo expuesto, procede

hacer lugar al presente recurso y en consecuencia VERIFICAR a favor de los

recurrentes Daniel Eduardo, Luis Alberto e Isabel Alicia, todos de apellido Alvarez,

la suma de $3.160.164,23 (incluye intereses) a cada uno con carácter

QUIROGRAFARIO.

III.-Las costas se imponen por su orden, atento si bien

el deudor fue vencido en la presente, el recurso debió impetrarse necesariamente

en virtud de haber omitido el acreedor cumplir con la indicación del monto a

verificar en la oportunidad tempestiva.

Los honorarios de los profesionales se regularán en un

todo conforme con lo dispuesto por el art. 287 de la LCQ, aplicando los arts. 3, 5,

6, 7 y 27 de la Ley 2011, t.o. de facto y modif. y sobre la base del monto admitido

($9.480.492,69).

No se regulan honorarios al Liquidador Judicial atento

la forma de imposición de costas.

Así, normas legales y doctrinas citadas,

RESUELVO:

I- HACER LUGAR AL PRESENTE RECURSO y en

consecuencia VERIFICAR el crédito de DANIEL EDUARDO ALVAREZ, LUIS



ALBERTO ALVAREZ e ISABEL ALICIA ALVAREZ por la suma de PESOS TRES

MILLONES CIENTO SESENTA MIL CIENTO SESENTA y CUATRO CON

VEINTITRES CENTAVOS ($ 3.160.164,23) a cada uno, con carácter

QUIROGRAFARIO atento los argumentos expuestos en los considerandos que

anteceden.

II- COSTAS POR SU ORDEN, a cuyo fin regulo los

honorarios de los profesionales intervinientes, abogado Alexis Jovanovich en la

suma de PESOS DOSCIENTOS OCHO MIL QUINIENTOS SETENTA Y UNO ($

208.571,00) como patrocinante. Notifíquese a Caja Forense y cúmplase con los

aportes de ley correspondientes.

III.-NOTIFIQUESE VIA ELECTRONICA, de conformidad a

la Resol. Nº 735 del 10/08/22 del STJCH.

IV.-REGISTRESE-PROTOCOLICESE

NICOLAS ALEJANDRO JOKMANOVICH
JUEZ

JUZG.CIV.Y COM. DECIMA NOM.

El presente documento fue firmado electronicamente por: JOKMANOVICH
NICOLAS ALEJANDRO, DNI: 24727943, JUEZ 1RA. INSTANCIA.



2) EXPTE. Nº:4360/2020-1-C "FIDEICOMISO EDIFICIO PELLEGRINI S/ 

LIQUIDACION JUDICIAL DE FIDEICOMISO" Civ y com 10º Nominación 

de Resistencia 

 

No aplica el art 228 en la liquidación del fideicomiso pero concede el pago de intereses 

suspendidos ante la existencia de remanente.  

En el proceso resulta la existencia de un fondo remanente luego de haberse abonado la 

totalidad de las acreencias de la presente liquidación, conforme al proyecto de distribución 

aprobado, pero si bien se aplica en general la L.C.Q. a este tipo de proceso, entiende que 

no resulta aplicable el artículo 228 respecto a la devolución del remanente, desde que 

tratándose de la liquidación de un fideicomiso, no se encuentra presente la figura del deudor 

fallido o sujeto concursable a quien entregar ese remanente. Pero advirtiendo la 

desvalorización de las acreencias y la existencia de remanente ordena calcular intereses 

suspendidos a tasa activa y su posterior distribución. 



"2025: Año del 40º Aniversario del Juicio a las Juntas Militares" - Ley Nº4153-B

EXPTE. Nº:4360/2020-1-C
CARATULADO: "FIDEICOMISO EDIFICIO PELLEGRINI S/ LIQUIDACION
JUDICIAL DE FIDEICOMISO"

Resistencia, 19 de diciembre de 2025.-

AUTOS Y VISTOS:

I.-Que en fecha 19/11/2025 se ha dispuesto el Pase a

Secretaria. II.- Que analizada la causa a esos fines, resulta la existencia de un

fondo remanente luego de haberse abonado la totalidad de las acreencias de la

presente liquidación, conforme al proyecto de distribución aprobado en fecha

10/06/2025. Que en tal sentido debemos recordar lo dispuesto por el art 228 de la

Ley de Concursos y Quiebras, que señala "Si existe remanente, deben pagarse

los intereses suspendidos a raíz de la declaración de quiebra, considerando los

privilegios. El síndico propone esta distribución, la que el juez considerará, previa

vista al deudor, debiendo pronunciarse dentro de los diez días. El saldo debe

entregarse al deudor". Ahora bien, no obstante el criterio sostenido oportunamente

en cuanto a la aplicación -en general- de la L.C.Q. a este tipo de proceso, entiendo

que en el particular no resulta aplicable el artículo antes mencionado, desde que

tratándose de la liquidación de un fideicomiso, no se encuentra presente la figura

del deudor fallido o sujeto concursable a quien entregar ese remanente, tal lo

dispone la norma concursal. III.- Que por otra parte, no puede soslayarse la

incidencia del fenómeno de la desvalorización monetaria en la presente causa,

habida cuenta de la especial naturaleza del negocio fiduciario que constituye su

objeto, su prolongada ejecución en el tiempo y las contingencias que han signado

su desenvolvimiento, circunstancias todas ellas que han impactado de modo

directo y relevante en el valor real de las prestaciones comprometidas, generando

una concreta afectación de las acreencias involucradas y de los intereses jurídicos

de los sujetos intervinientes en autos, lo que impone la adopción de medidas

tendientes a preservar, en la medida de lo posible, la integridad económica de los

derechos en cuestión. Que por todo ello, en esta oportunidad, a fin de atenuar de



alguna manera tal desvalorización, ante esta particular circunstancia, y la efectiva

existencia de remanente, considero procedente el cálculo de intereses a tasa

activa conforme el criterio tomado en autos para su posterior distribución. De tal

manera, para los acreedores internos y externos se calcularán desde la fecha de

la resolución de liquidación hasta la fecha del presente proveído; desde la fecha

de su fijación en oportunidad de aprobar el proyecto de distribución y hasta la

fecha de su percepción para el supuesto de la tasa de justicia; y finalmente para

los honorarios profesionales desde su regulación en primera instancia hasta la

aprobación del proyecto de distribución, en este caso, considerando aplicable el

art. 60 Ley 288 C.- IV.- Consecuentemente, Intímase al Liquidador a efectuar

dicho cálculo en el término de ley, haciendo saber que deberá mantener la reserva

efectuada para los acreedores con incidentes pendientes de resolución, a los

cuales oportunamente se le calcularán intereses. Not. 

NICOLAS ALEJANDRO JOKMANOVICH
JUEZ

CIV.Y COM. DECIMA NOM.

El presente documento fue firmado electronicamente por: JOKMANOVICH

NICOLAS ALEJANDRO, DNI: 24727943, JUEZ/A 1RA. INSTANCIA.



3) CNCOM SALA D Expte 6438/2025 - SANCHEZ, LORENA SOLEDAD S/ 

CONCURSO PREVENTIVO. 

 

Concurso del consumidor revoca desistimiento sanción del art 30 ante la falta de 

publicación en Boletín oficial  

Siendo un consumidor sobreendeudado no existe una solución específica para la 

reestructuración de deudas. Resuelve teniendo en cuenta los derechos humanos y el de 

asegurar el acceso a la justicia de manera fácil y eficaz, lo cual debe entenderse inclusive 

como una exigencia de orden público. Aplica el plenario Hambo que reconoce el beneficio 

de justicia gratuita que prevé el art. 53 de la ley 24.240 que aplica a gastos y costas del 

proceso, pero no alcanza los honorarios del síndico. Ordena que  las publicaciones edictales 

se concreten exclusivamente y sin cargo- en el Boletín Oficial de la República Argentina y 

las notificaciones a los acreedores se efectúen por cédula formato papel. 
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Expediente Número: COM - 9096/2025 Autos: 
SANCHEZ, LORENA SOLEDAD s/BENEFICIO DE 
LITIGAR SIN GASTOS  Tribunal: CAMARA 
COMERCIAL - SALA D / CAMARA COMERCIAL -
MESA GENERAL DE ENTRADAS

Excma. Cámara:

 1.  Vienen  los  autos  “Sánchez,  Lorena  Soledad  s/

concurso  preventivo”  (expte.  nro.  6438/2025)  y  “Sánchez,  Lorena 

Soledad S/Beneficio de Litigar Sin Gastos” (expte nro. 9096/2025) con 

motivo de los recursos de apelación interpuestos contra las 

resoluciones del 05/06/2025 y 26/05/2025 dictadas respectivamente en 

cada uno de los referidos actuados.

Atento a la vinculación entre las resoluciones 

referidas y  los  agravios  articulados,  considero  pertinente  tratar  

en  forma conjunta los recursos interpuestos en los mismos.

2. Resolución apelada en los autos “Sánchez, Lorena

Soledad s/ concurso preventivo” (expte. nro. 6438/2025).

En  la  resolución  apelada  dictada  el 05/06/2025,  el 

magistrado  de  grado  tuvo  por  desistido  como  sanción  el  trámite 

concursal promovido por la Sra. Sánchez.

Para así decidir el magistrado consideró que, conforme 

lo establece el artículo 30 Ley 24.522, la deudora no acreditó en tiempo 

y forma el cumplimiento de la carga procesal relativa a la publicación 

de edictos, a pesar de la intimación cursada al efecto.

Sostuvo  que  la  normativa  concursal  no  contempla 

ningún supuesto de eximición de gastos cuando se opta por este tipo de 

procedimiento, resultando “inadmisible recurrir a la figura del concurso 

preventivo en un contexto de insolvencia sin una perspectiva cierta de su 

restablecimiento para posibilitar la reorganización patrimonial, no solo 

hacer  frente  a  los  gastos  erogados  para  su  tramitación  sino 

eventualmente,  para  obtener  una  propuesta  de  saneamiento  con  los 

acreedores”.

___________________________________
Fecha de Firma: 29/08/2025

MAURI , MONICA SUSANA - Fiscal
Fiscalía General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial

Dictamen Número 1862/2025

1 de 22



La Sra. Sánchez interpuso recurso de revocatoria 

con apelación en subsidio a fs. 134/148, siendo el primero rechazado 

y el segundo concedido mediante resolución de fecha 12/06/2025.

Se agravió  por  entender  que el  magistrado  de grado 

omitió  considerar  su  condición de  consumidora 

hipervulnerable, circunstancia  que  imponía  la  aplicación  de  la 

protección prevista en el artículo 53 de la Ley 24.240, el cual consagra 

la gratuidad en los procesos en los que el consumidor revista la calidad 

de parte.

Señaló  que,  el  desistimiento  sanción  en  el  caso 

implicaría “que una consumidora hipervulnerable como la suscripta no 

tiene derecho, que es una apátrida, una persona invisible, que no puede 

celebrar un contrato de trabajo, que no puede acceder a las ayudas 

de los servicios sociales, a la seguridad, a la justica, ni siquiera al 

sistema de salud”.

Manifestó que, si bien la ley N° 24.522 permite a una 

persona humana solicitar su propio concurso preventivo a los fines de 

restructurar sus deudas, “no contiene ninguna normativa que proteja la 

dignidad de una persona humana consumidora”.

Expuso  que,  según los  presupuestos acompañados en 

autos,  las  publicaciones  de  los  edictos  exigidas  por  la  normativa 

concursal  insumen la  suma  de $1.161.488,74,  monto  que resulta  de 

imposible cumplimiento en su situación patrimonial actual.

La sindicatura contestó el traslado del memorial a fs. 

153/154, propiciando su rechazo.

Sostuvo que “La Ley de Concursos Nª 24.522 es clara y 

precisa  en el  tema  de la  publicación de los  edictos ordenados en el 

decreto  de  apertura,  como  asimismo  el  depósito  de  los  fondos 

necesarios  para  el  envió  de  la  correspondencia  a  los  Señores 

acreedores, ambos hechos incumplidos por la concursada ”.

3. Resolución apelada en los autos “Sánchez, Lorena

Soledad s/Bene cio de Litigar Sin Gastos” (expte nro. 9096/2025).
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En la  resolución  apelada  dictada  el 26/05/2025 en  

los autos caratulados “Sánchez, Lorena Soledad s/Beneficio de Litigar 

Sin Gastos”  (expte  nro.  9096/2025),  el  magistrado  de  grado rechazó  

in limine el bene cio de litigar sin gastos solicitado por la Sra. Sánchez.

Para así decidir el magistrado de grado consideró que “ 

el  concurso  preventivo  no  es  per  se circunstancia  suficientemente ni 

demostrativa de la insuficiencia de fondos para afrontar los gastos 

del proceso”.

Sostuvo  que  la  normativa  concursal  no  contempla 

ningún supuesto de eximición de gastos, resultando “inadmisible recurrir 

a la figura del concurso preventivo en un contexto de insolvencia sin una 

perspectiva  cierta  de  su  restablecimiento  para  posibilitar  la 

reorganización patrimonial, no solo hacer frente a los gastos 

erogados para su tramitación sino eventualmente, para obtener una 

propuesta de saneamiento con los acreedores”.

Apeló la Sra. Lorena Soledad Sánchez y fundó su 

recurso a fs. 17/32.

Sostuvo que el magistrado de grado “resolvió la 

cuestión bajo el régimen de la ley Nº 24522, omitiendo expresamente el 

art. 78 CPCCN y demás normas constitucionales que regulan el derecho a 

acceder a la justicia sin obstáculo de ninguna naturaleza ”.

Refirió  ser  “consumidora  hipervulnerable”, 

encontrándose “en total estado de vulnerabilidad e incertidumbre”, lo 

que repercute en su vida personal, familiar, laboral y social.

La sindicatura contestó el traslado del memorial a fs. 

53/54, propiciando su rechazo.

Sostuvo que la  ley 24.522 “no contempla  ningún caso 

que permita promover el presente Incidente de Beneficio de Litigar Sin 

Gastos”, como así tampoco  la  posibilidad de continuar  el trámite del 

concurso preventivo sin abonar los gastos del mismo.

4. Antecedentes de los autos “Sánchez, Lorena Soledad 

s/ concurso preventivo” (expediente nro. 6438/2025).
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De la compulsa de los autos “Sánchez, Lorena Soledad 

s/ concurso preventivo” (expediente nro. 6438/2025) surge que la Sra. 

Sánchez se presentó en concurso preventivo el 08/04/2025, habiéndose 

decretado su apertura el 12/05/2025.

En su presentación refirió que el 30/06/2009 su 

esposo falleció  y  que,  desde  entonces,  asumió  en  forma  

exclusiva  la alimentación,  educación  y  esparcimiento  de  su  hijo, 

afrontando  en soledad las cargas económicas y personales que implicó 

su crianza.

Indicó que, para hacer frente a tal situación, recurrió 

a diversas  entidades  financieras  que operan de manera  informal  y  sin 

mayores exigencias. Sostuvo que, en un primer momento, los créditos 

parecieron ofrecer una salida rápida, pero con el tiempo se convirtieron 

en una carga insostenible.

Señaló que, como consecuencia  de dichos créditos, se 

promovieron  distintos  procesos  ejecutivos  en  su  contra,  siendo  

el primero de ellos los autos “B.L.G. Cooperativa de Crédito Consumo 

y Vivienda  Ltda.  c/  Sánchez,  Lorena  Soledad  s/  Ejecutivo”  (Expte.  

N°12861/2020)  iniciado  el  30/11/2020,  el  cual  no  fue impulsado  por  

la parte actora  y que, el  05/02/2021, se iniciaron los autos 

“Dykerman, Débora  Judith  c/  Sánchez,  Lorena  Soledad  s/  

Ejecutivo”  (Expte.  N°621/2021), el que fue cancelado en su totalidad el 

03/11/2023.

Destacó  que,  el  14/05/2024  y  15/05/2024,  fueron 

iniciados nuevos procesos bajo los expedientes “Moreno, Ariel Osvaldo c/ 

Sánchez, Lorena Soledad s/ Ejecutivo” (N° 10206/2024) y “Credigol 

S.A.S.  c/  Sánchez,  Lorena  Soledad  s/  Ejecutivo”  (N°  10225/2024), 

respectivamente, los que derivaron en la traba de embargos judiciales 

sobre  sus  haberes  mensuales,  afectando  un  10%  en  cada  caso  y 

sumando en conjunto el límite legal del 20%.

Adicionalmente,  relató  que sus  haberes  mensuales  se 

encuentran  comprometidos  por  múltiples  descuentos:  embargos 

judiciales,  adelantos  de  sueldo  otorgados  por  su  empleador  y 

deducciones automáticas por créditos personales con el Banco Ciudad.
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Finalmente, expresó su preocupación ante la posibilidad 

de que se inicien nuevos procesos ejecutivos con documentos que habría 

firmado en blanco, y solicitó que se evalúe su situación a la luz de su 

estado de vulnerabilidad económica y social.

El 20/05/2025 la concursada solicitó la formación de un 

incidente de beneficio de litigar sin gastos, lo fue desestimado in limine 

por el magistrado de grado a fs. 74.

Para  así  decidir  el  magistrado  consideró  que  “el 

beneficio  para litigar sin gastos se trata  de un trámite independiente, 

que debe iniciarse ante la Mesa de Entradas de la Cámara Comercial” y 

que, “la normativa concursal no prevé la posibilidad de que se atiendan 

cuestiones  particulares  de  los  deudores.  Quien  se  somete 

voluntariamente a este procedimiento, conoce de antemano los costos 

que le demandará, no pudiendo, luego, pretender eximirse de ellos so 

pretexto de carecer de los fondos necesarios para hacerlo ”.

El 27/05/2025 el magistrado intimó a la deudora a que 

acreditara  la  publicación edictal  (Boletín  Oficial  y  Diario  Popular)  y 

depositara la suma estimada en concepto de gastos de correspondencia, 

bajo apercibimiento de tener por desistido el concurso preventivo (art. 

30, LCQ)

A  fs. 110/112 la Sra. Sánchez requirió una prórroga

para el pago de gastos, lo que fue desestimado a fs. 114.

Finalmente, el 05/06/2025 el magistrado de grado dictó 

la resolución recurrida.

5. Antecedentes de los autos “Sánchez, Lorena Soledad

s/Bene cio de Litigar Sin Gastos” (expte nro. 9096/2025).

El 20/05/2025 la Sra. Sánchez inició el beneficio de 

litigar sin gastos.

En su presentación señaló que “el beneficio se solicita 

en relación a los autos Sánchez Lorena Soledad s/ Concurso Preventivo 

(expte.  6438/2025)”,  atento  a  que  “en  los  mencionados  autos,  la 

resolución de apertura del concurso se ordena … abrir una cuenta en el 

banco de depósitos judiciales a fin de depositar el importe de $71.000,
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dentro del plazo de tres (3) bajo apercibimiento de tenerla por desistida 

del concurso”, como así también “publicar edictos en el Boletín Oficial 

de la Nación y en el Diario Popular por el término de cinco días” y la 

remisión de las cartas certificadas a los acreedores, lo que no puede ser 

afrontado por su parte.

Finalmente, el 26/05/2025 el magistrado dictó la 

resolución recurrida.

6. Análisis de la pretensión recursiva.

De los agravios reseñados y de los antecedentes de la  

causa surge que la cuestión a dirimir se circunscribe en determinar si 

corresponde –  o  no  –  declarar  el  desistimiento  sanción del  concurso 

preventivo de la Sra. Sánchez y hacer lugar al beneficio de litigar sin 

gastos por ella pretendido.

En forma preliminar, a los fines de abordar la cuestión 

planteada  en  autos  resulta  imprescindible  realizar  un  análisis  de las 

cuestiones de orden público que subyacen en autos y su incidencia en la 

solución  del  caso,  resultando  menester  expedirme  acerca  de:  i)  la 

calidad  de  consumidora  sobreendeudada  de  la  peticionte;  ii)  la 

problemática económica, social y cultural del sobreendeudamiento; iii) 

los  derechos  constitucionales  en  juego;  iv)  los  procedimientos 

concursales o administrativos como solución al sobreendeudamiento del 

consumidor; v) El acceso a la justicia y el bene cio de gratuidad.

I) La  calidad  de  consumidora  sobreendeudada  de  la

peticionante:

El  sobrendeudamiento  del  consumidor  es  aquella

situación de desequilibrio,  con estado  de cesación de pagos o  sin él,

entre los ingresos ordinarios de un sujeto y las obligaciones asumidas

como  consecuencia  de  sus  relaciones  de  consumo,  resultando  que,

aquellas  obligaciones  no  contraídas  en  el  marco  de  una  actividad

especulativa del consumidor generan que el sujeto se vea imposibilitado

de  hacer  frente  a  las  erogaciones  necesarias  para  solventar  su

manutención digna y la de su grupo familiar.
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Este estado patrimonial posee aristas particulares pues

no se llega a esta situación por la  actividad empresarial, comercial o

profesional del sujeto, sino que su causa obedece a deudas de consumo y

otras derivadas de ellas. Estas no provienen de su actividad especulativa

sino de su obligación de vivir y cubrir necesidades básicas personales o

familiares,  resultando  de esta  forma,  una  afectación no  solo  de tipo

patrimonial,  sino  también  a  la  dignidad  de  la  persona  y  su  grupo

familiar.

El consumidor, persona  humana, que se encuentra  en

esta situación se convierte en un sujeto excluido de la  sociedad de la

cual forma parte, puesto que le es restringido su derecho al acceso de

una vivienda digna, a bienes primarios y a todos aquellos que precise

para desempeñarse mínimamente en sus relaciones sociales.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación

ha expresado que “La Constitución, al tutelar a los consumidores, obliga

a sostener una interpretación coherente del principio protectorio, que en

el  caso  se  refiere,  concretamente,  al  problema  del

“sobreendeudamiento”.  El  sobreendeudamiento  es  la  manifiesta

imposibilidad  para  el  consumidor  de  buena  fe  de  hacer  frente  al

conjunto  de deudas exigibles.  En muchos países se han dictado  leyes

especiales destinadas a regular el problema del sobreendeudamiento de

los  consumidores,  que  contemplan  aquellos  supuestos  en  los  que  el

deudor está afectado por alguna circunstancia inesperada, tal como un

cambio desfavorable en su salud, en su trabajo o en su contexto familiar

que incide en  su  capacidad  de pago.  Por  ello  se  autorizan  medidas

vinculadas  con  la  intervención  en  el  contrato,  otorgando  plazos  de

gracia, estableciendo una suerte de concurso civil, o bien promoviendo

refinanciación  a  través  de  terceros”  (CSJN,  15/03/2007.  “Rinaldi

Francisco  A.  y  o.  c/Guzmán  Toledo,  Ronal  C.  y  o.  s/ejecución

hipotecaria”, Fallos 330:855).

Ahora  bien, en el caso, la  Sra. Sánchez se encuentra

comprendida dentro de la  categoría  de consumidora sobreendeudada,

conforme se desprende de las constancias incorporadas a las causas y

del contexto económico y social que la atraviesa.
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En particular, de la compulsa de las actuaciones surge 

que la Sra. Sánchez presta tareas bajo relación de dependencia para la 

Federación Argentina de Empleados de Comercio y Servicios desde el 

año 2003.

Asimismo, se advierte que las deudas denunciadas en 

autos  no  tienen  origen  en  actividades  especulativas  ni  en  un 

emprendimiento empresarial propio, sino que obedecen a obligaciones 

contraídas en su carácter de consumidora, en el marco de su economía 

doméstica. Ello se encuentra corroborado por la nómina de acreedores 

acompañada  en  oportunidad  de  iniciar  los  autos  “Sánchez,  Lorena 

Soledad  s/  Concurso  preventivo”  de  la  que surgen  acreedores 

financieros tales como: Credigol S.A.S y Banco Ciudad de Buenos Aires 

(fs. 7/12).

Así también se advierte de la compulsa efectuada por el 

personal de esta Fiscalía en la página web del B.C.R.A. (https://

www.bcra.gob.ar/BCRAyVos/

Resultado_consulta_por_CUIT_CUIL_CDI.asp), que la Sra. Sánchez 

registra deuda con: Banco Ciudad de Buenos Aires; Fravega S.A.C.I. e I. y 

3. Credifácil S.A.F. Todas estas entidades tienen como objeto – entre 

otros -, el otorgamiento de préstamos personales, créditos dinerarios, 

nanciaciones en general y operaciones nancieras.

De lo  expuesto  se destaca  que las deudas de la  Sra. 

Sánchez son con entidades financieras  y  no  financieras  que otorgan 

créditos al consumidor nal.

De lo expuesto surge con claridad que la  situación de  

sobreendeudamiento que atraviesa la  Sra. Sánchez no es producto de 

una  actividad  comercial  o  empresaria,  sino  que  tiene  origen  en  la 

acumulación  de  deudas  de  consumo  contraídas  en  contextos  de 

vulnerabilidad económica y necesidad personal. Todo ello revela que la 

Sra.  Sánchez ha  visto  comprometido  su ingreso  vital  en razón de la 

acumulación de créditos de consumo, resultando ser —sin lugar a dudas

— una consumidora sobreendeudada.

 En consecuencia, en el caso, “se impone la necesidad

de adopción de políticas especiales para colectivos vulnerables, en
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forma  general  o  específica  de  consumo  que  surgen  de  distintos

instrumentos internacionales de derechos humanos, como ser  las 100

Reglas  de Brasilia  sobre el  acceso  a  la  Justicia  de las  personas  en

condición  de  vulnerabilidad,  la  Jurisprudencia  de  la  Corte

Interamericana  de  Derechos  Humanos,  las  Directrices  de  Naciones

Unidas de Protección del Consumidor, y de la Resolución n° 36/GMC/19

del  principios  fundamentales  de  los  sistemas  de  protección  al

consumidor  del  MERCOSUR, entre  otros”  (CNCom,  Sala  F,  “Zupan,

Matías German s/ concurso preventivo”, de fecha 07/07/2023).

(ii) La  problemática  económica,  social  y  cultural  del

sobreendeudamiento.

El análisis del caso debe ser contextualizado, frente a

un fenómeno de impacto económico y social. Para su comprensión los

operadores jurídicos deben considerar  el escenario  en que sucedió  el

endeudamiento  para  poder  lograr  una  interpretación  de  las  normas

aplicables  teniendo  en  cuenta,  finalidad  de  la  ley,  disposiciones  que

surjan de los  tratados  sobre derechos  humanos,  los  principios  y  los

valores jurídicos de modo coherente con todo el ordenamiento (art. 2

CCCN), de manera de propiciar una solución razonablemente fundada

(art. 3 CCCN).

Por  ello  es  que  contextualizar  y  reconocer  el

sobreendeudamiento en la actual sociedad de consumo es esencial a los

nes de seguir los lineamientos para la resolución del caso.

Las causas que originan la situación de insolvencia del

consumidor son múltiples y no pueden reducirse a un único factor, sino a

un  conjunto  de  variables  interrelacionadas  que  inciden  directa  o

indirectamente  sobre  su  patrimonio.  Dichas  circunstancias  no  sólo

repercuten en el plano económico individual, sino que proyectan efectos

de mayor alcance: el estado de sobreendeudamiento y la  consiguiente

insolvencia  colocan  al  consumidor  y  a  su  núcleo  familiar  en  una

situación de vulnerabilidad extrema, caracterizada por la marginalidad

y la exclusión social. Esta condición, en muchos casos, los expulsa del

mercado,  limitando  su  acceso  a  bienes  y  servicios  esenciales  y

afectando, en de nitiva, el ejercicio efectivo de derechos fundamentales.
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En este sentido, las operaciones financieras y de crédito

para  el  consumo  constituyen  una  pieza  imprescindible  dentro  del

engranaje de la sociedad de consumo y producción en masa, de manera

que habrá que contar con su progresiva expansión y afianzamiento (cfr.

Anchával Hugo, Insolvencia del consumidor, Astrea, 2011, p. 2; Ghersi

Carlos Alberto, Endeudamiento y sobreendeudamiento Desde el análisis

económico del derecho, La Ley, Año LXXIX Nº 54, Tomo 2015-B, ISSN

0024-1636, 20/03/2015).

La  conducta  desplegada  por  algunos  proveedores

constituye un elemento determinante a la hora de analizar el fenómeno

del  sobreendeudamiento  de  la  persona  humana,  en  tanto  las

publicidades engañosas, las ventas y otorgamiento de préstamos sin una

adecuada  verificación  crediticia,  las  condiciones  leoninas  de  los

contratos de adhesión,  la ausencia de educación financiera, de consumo

sustentable y responsable y las falencias en la información que brindan

los proveedores, sumado al poco de control del Estado incrementan las

posibilidades de caer en un sobreendeudamiento.

Se suma a la problemática expuesta que, en los últimos

tiempos, han surgidos numerosos actores dentro del sistema financiero -

no bancarios y de libre acceso – siendo que muchos de ellos, aun no se

encuentran regulados y/o sometidos a control en forma debida como sí

lo están los agentes regulares que intervienen en el mercado como lo

son las entidades financieras. Los primeros buscan captar masivamente

el  público  menos  atractivo  para  las  grandes  entidades  reguladas

encontrándose compelidos al acceso de ese tipo de crédito los sectores

más vulnerables de la sociedad que sufren las consecuencias disvaliosas

del sobreendeudamiento, sin capacidad de repago.

La  responsabilidad de los proveedores de créditos no

puede ser  soslayada  pues son quienes no  realizan control  alguno  de

solvencia  de  los  tomadores,  evaden  la  normativa  supralegal,  no

informan adecuadamente las consecuencias del incumplimiento y, por lo

general, brindan estos créditos en condiciones usurarias y con tasas de

financiación  muy  por  encima  del  promedio  del  mercado  oficial  de

empréstitos.
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Convergen, además, aspectos tales como la  educación

financiera y la obligación de información a cargo de los proveedores,

protagonistas  del  sistema  financiero.  Se suma  en la  observancia  del

contexto,  aspectos  de  la  macro  y  micro  economía,  inflación  y

depreciación monetaria, entre otras cuestiones.

En  este  sentido,  de  omitirse  aspectos  esenciales  que

suceden en la vida diaria de las personas en sus roles de consumidores/

as,  trabajadores/as  indudablemente  llegaremos  a  soluciones  en

abstracto o dogmáticas.

Es a la luz de estas consideraciones que debe analizarse

la cuestión planteada en autos.

(iii) Los  derechos  constitucionales  afectados.  El

sobreendeudamiento como condición de hipervulnerabilidad.

El Derecho del Consumidor en Argentina, desde el año

1993 ha registrado una evolución que ha sido evidentemente positiva, y

nos ha llevado hacia un sistema integral de protección que posee raíz

constitucional,  comprende  no  sólo  la  ley  especial  sino  principios

generales  y  normativa  codificada  y  administrativa,  la  cual  se

instrumentó  teniendo  como  núcleo  al  consumidor  como  sujeto

vulnerable considerando la existencia de desigualdad estructural en las

relaciones de consumo, que requiere de la intervención niveladora del

derecho.

La  tutela  especial  de  esta  categoría  de  sujetos,  se

encuentra  consagrada  en la  Constitución Nacional (art.42), el Código

Civil y Comercial, la ley 24.240 y en el principio in dubio pro consumidor

(art. 3 de la última norma y arts. 1094 y 1095 CCCN). Se integra, entre

otras, con las siguientes directrices: obligación de información (art. 4 de

la ley 24.240 y art. 1100 del CCCN), condiciones previsibles y normales

de uso de las cosas y servicios que respeten las instrucciones, normas

para garantizar su seguridad (art. 5 y 6 de la ley 24.240), prohibición de

prácticas publicitarias engañosas (art. 8 de la misma norma y art. 1001

del CCCN), trato digno y equitativo (art. 8 bis LCD y art. 1097 CCCN),

prohibición  de  cláusulas  abusivas  (art.  37  LDC  y  988,989  CCCN),

beneficio de justicia gratuita (art. 53 LDC) y deber genérico de prevenir
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el daño, que en la temática en estudio recae sobre los proveedores (art.

1710 CCCN), entre otros.

El art. 42 de la Constitución Nacional dispone que: “Los

consumidores  y  usuarios  de bienes  y  servicios  tienen derecho,  en la

relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses

económicos;  a  una  información  adecuada  y  veraz;  a  la  libertad  de

elección y a condiciones de trato equitativo y digno”.

Es  la  propia  Constitución  Nación  que  indica  en  el

párrafo  siguiente  del  artículo  referenciado  que  son  las  autoridades,

quienes  se  encuentran  obligadas  a  proveer  a  la  protección  de  esos

derechos, debiendo la legislación establecer con procedimientos eficaces

para la prevención y solución de con ictos.

Además de aplicase la normativa tutelar deben tenerse

en cuenta las capas de vulnerabilidades que pueden afectar a una misma

persona inmersa en una situación de consumo.

El  consumidor  que  se  encuentra  en  situación  de

sobreendeudamiento se convierte en un sujeto excluido, hipervulnerable

puesto  que ve  restringido  su  derecho  al  acceso  a  bienes  primarios;

bienes  fundamentales  que  el  individuo  necesita  para  desempeñarse

mínimamente en sociedad: libertad, trabajo, vivienda, educación y salud.

Se trata  de derechos  predemocráticos,  en  el  sentido  de que son un

presupuesto para  el contrato social; son un mínimo social y, desde el

punto  de vista  jurídico,  una  garantía  estatal  mínima  (cfr.  Lorenzetti,

Consumidores, Segunda Edición Actualizada, Rubinzal Culzoni, 2009, p.

17). ver texto.

Es  indiscutible  que  la  vulnerabilidad  del  usuario  se

manifiesta  por  la  situación de debilidad o  fragilidad en la  que queda

expuesto como consecuencia de la desigualdad estructural en relación

con  el  proveedor.  La  misma  se  torna  en  hipervulnerabilidad  ante

determinadas situaciones que implican, por  ejemplo, alguna dificultad

para tomar decisiones razonables y ejercer sus derechos y obligaciones

en igualdad de condiciones con otros usuarios.
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De  esta  forma,  existe  hipervulnerabilidad  cuando  la

situación  de  desigualdad  estructural  a  la  que  está  expuesto  el  o  la

consumidora proviene de factores que no sólo involucran la desigualdad

propia de la relación de consumo, sino también, factores estructurales

de la sociedad, existentes ya sea por mandatos culturales, sociales o por

la inferioridad de recursos, información y educación que la incrementan.

Es decir, se suman capas de vulnerabilidades en un mismo sujeto.

No  se  puede  perder  de  vista  que  la  tutela  de  los

derechos  en  juego,  no  está  satisfecha  si  se  abordan  los  canales  de

solución del  conflicto  con regímenes estáticos que no  pueden ser  en

ningún caso  compatibles  con  la  tutela  de los  derechos  de las  y  los

consumidores.

La vigencia del Estado de Derecho Constitucional exige

que,  frente  al  problema  del  sobreendeudamiento,  el  juez  realice  su

mayor  esfuerzo  para  elaborar  una  respuesta  jurisdiccional  lo  más

adecuada  y  eficiente  posible.  Un  Estado  de  Derecho  Constitucional

implica afirmar que rige el principio de la decisión mayoritaria con el

límite de los derechos fundamentales, los cuales, por su pertenencia al

género  humano,  son  inalienables.  La  mayor  garantía  que  se  puede

otorgar a estos derechos es que no sean derogados por las mayorías ni

por  el  mercado.  En el  caso  en que hay  una  disputa  sobre derechos

fundamentales, el juez no puede mantenerse al margen, sino que debe

ser consciente de las insuficiencias del acceso a la justicia e intervenir

para  una  rápida  y  efectiva  satisfacción (cfr.  Lorenzetti  Ricardo  Luis,

Teoría de la Decisión Judicial, Rubinzal Culzoni, 2006, p. 111, 160, 401).

Se advierte de lo expuesto que la Sra. Sánchez, en su

carácter  de consumidora  sobreendeudada,  se encuentra  comprendida

dentro de la categoría de consumidora hipervulnerable.

(iv) Los procedimientos concursales o  administrativos

como solución al sobreendeudamiento del consumidor.

Al introducirnos en el análisis de los procedimientos que

tutelan  el  sobreendeudamiento  resulta  indispensable  recordar  que la

protección de los consumidores se vincula e integra con la defensa de

los derechos humanos, la protección de los consumidores en el ámbito
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contractual,  en  la  adquisición  de  bienes  y  servicios,  en  la  esfera

ambiental,  en  el  uso  y  el  abuso  de los  medios  tecnológicos  y  otros

medios para dirigir la publicidad, y las diferentes políticas públicas de

consumo, en el deber de prevenir el daño a cargo de los proveedores

dadores  de  créditos  y  en  el  límite  a  las  cláusulas  abusivas  de  los

contratos de adhesión.

De  esta  forma,  y  en  particular  en  el  caso  del

sobreendeudamiento  y  su  solución  puede  llegar  a  colisionar  con  el

derecho de propiedad de los acreedores (art. 17 CN), pero sostienen la

protección integral  de la  familia,  el  acceso  a  una  vivienda  digna  del

consumidor (art. 14 bis CN) y a la protección de su salud, seguridad e

intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad

de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno (art. 42 CN).

Siendo  tantos  los  derechos  involucrados,  analizar  las

herramientas  que  protegen  al  consumidor  en  un  estado  de

sobreendeudamiento exige interpretar el ordenamiento jurídico como un

todo armónico y coherente en busca  del equilibrio  entre sus distintos

principios y reglas para dar solución al con icto.

La  Ley  de  Concursos  y  Quiebras,  en  la medida  que

regula  los procesos que otorgan una solución legal ante el estado de

cesación de pagos no se presta como una solución efectiva, aunque sea

legal ante el sobreendeudamiento del consumidor pues no es eficiente

por  razones de costo, complejidad de los procesos y duración de los

mismos.

Si  tenemos  en  cuenta  que  las  finalidades  de  los

procedimientos previstos en la ley 24.522 son la protección del crédito,

la  conservación  de  la  empresa  o  la  salvaguarda  de  las  fuentes  de

trabajo, nos daremos cuenta que la telesis normativa es muy lejana o

diferente de la que debe primar en un proceso de sobreendeudamiento

de una persona humana consumidora: la protección de su dignidad.

El  concurso  del  consumidor  sobreendeudado  es

técnicamente un proceso al cual se somete el patrimonio de una persona

humana sin actividad económica como, por ejemplo, un empleado bajo

relación de dependencia  (como  en el  caso) forzado  patrimonialmente
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por deudas que no surgen de la actividad especulativa o comercial, sino

que son resultado del consumo de bienes y servicios.

La  problemática  que se plantea  al aplicar  las normas

concursales  es  que  la  ley  24.522  no  distingue  ni  establece  una

diferenciación  entre  los  sujetos  que  tutela,  disponiendo  de  un  único

modelo  de proceso  principalmente destinado  a  pequeñas, medianas o

grandes empresas, que equipara la situación patrimonial del consumidor

con las de empresas de gran envergadura.

Es que, si bien la apertura del concurso preventivo de la

Sra. Sánchez fue dispuesta en los términos de los arts. 288 y 289 LCQ, la

diferenciación  que  dispone  la  referida  normativa  para  los  pequeños

concursos  importa  una  simplificación  procedimental  mínima  que  no

contempla  las  características  específicas  de  la  problemática  del

consumidor, sino que su esencia de aplicación sigue estando destinada al

comerciante.

Ante  tal  situación, la  búsqueda  de  una  solución

adecuada implica que se deje de lado una visión que limite la apertura

del proceso de reestructuración de deuda armonizando el ordenamiento

jurídico en su integridad.

De ello se deriva la necesidad de brindar una solución

jurídica  más flexible que permita  sortear  el obstáculo  de acceso  a  la

justicia del consumidor sobreendeudado (cfr. CNCom, Sala F, en autos

“Zupan, Matias German s/ Concurso preventivo”, de fecha 07/07/2023).

Resulta evidente que se requiere una norma que regule

específicamente  tal  evento  social  y  económico  que  impacta  sobre

derechos esenciales y económicos en general. No obstante, mientras el

Poder Legislativo no avance en tal sentido, es el Poder Judicial quien,

con un abordaje integral de la normativa vigente y jurisprudencia debe

propiciar una respuesta para salvaguardar los intereses y derechos en

juego. Ergo de momento subyace la Ley de Concursos y Quiebras (N°

24.522) y la ley Defensa de los derechos de las y los consumidores (N°

24.240) como estamentos legales vigentes sobre los que será necesario

realizar un análisis de integración, teniendo como principal objetivo dar

efectiva tutela a los derechos de raigambre constitucional en juego.
___________________________________

Fecha de Firma: 29/08/2025
MAURI , MONICA SUSANA - Fiscal

Fiscalía General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial
Dictamen Número 1862/2025

15 de 22



Si bien los puntos de análisis sobre el adecuado proceso

de resolución  de conflictos  ante el  sobreendeudamiento  de personas

humanas son variados y de diferentes índoles, resulta  menester, en el

presente  caso,  puntualizar  cómo  armonizar  e  integrar  la  debida

información y publicidad que se le debe dar a la apertura del concurso

(arts. 27,28 y 29 LCQ) y la gratuidad prevista en el art. 53 LDC.

El procedimiento concursal se asienta en principios de

orden  público  que  intentan  proteger  los  derechos  e  intereses  del

conjunto  de los  afectados por  la  situación particular  de cesación de

pagos en que incurre el deudor  y a  tal fin ordena  el ejercicio  de las

pretensiones promovidas contra el mismo y su satisfacción, mediante un

procedimiento  obligatorio  para  todos  los  acreedores,  de  carácter

colectivo y universal (CJSN, Fallos 327:1002, “Florio y Compañía ICSA s/

concurso preventivo s/ incidente de verificación por Niz”, donde la Corte

se remitió a los fundamentos del dictamen de la Procuración General).

Sin embargo,  cuando  un precepto  frustra  o  desvirtúa

los propósitos de la misma ley – en este caso, la reestructuración de las

deudas  -,  en  colisión  con  enunciados  de  jerarquía  constitucional,  o

cuando  su  aplicación  torne  ilusorios  derechos  consagrados

constitucionalmente,  corresponde  armonizar  las  normativas  a  los

efectos de asegurar la tutela de los derechos involucrados.

Sentado lo expuesto, condicionar – como se hizo en el

caso  -  la  reestructuración  de  la  deuda  de  la  consumidora

sobreendeudada al pago de los edictos y gastos de correspondencia y

sancionarlo con el desistimiento de su concurso preventivo, conlleva una

denegación  de  justicia  y  vulneración  de  los  derechos  humanos

fundamentales del deudor consumidor.

En el caso, el magistrado de grado entendió que la Sra.

Sánchez decidió  someterse voluntariamente a  la  Ley de Concursos y

Quiebras al solicitar su concurso preventivo. Refirió también que dicha

normativa no establece la gratuidad de las publicaciones de edictos, ni

la exención de depósitos.

Un análisis lineal de la ley falencial – como el realizado

por  el  magistrado  de  grado  -  llevaría  a  la  conclusión  que  el
___________________________________
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sobreendeudado  queda  sin  alternativa  posible  para  reestablecer  su

estatus y poder reinsertarse económica y socialmente.

Aun cuando  se reconoce y promueve la  necesidad de

una  norma  especial,  no  puede admitirse una  respuesta  al  justiciable

como la de autos, cuando podría alcanzarse una solución que contemple

una interpretación armónica de las normas vigentes.

Una solución en contrario implicaría frustrar el acceso

a  la  solución  preventiva  que  la  deudora  intenta  valerse.  De  ello  se

deriva,  la  necesidad  de  brindar  una  solución  jurídica  que  permita

sortear  el  obstáculo  de  acceso  a  la  justicia  del  consumidor

sobreendeudado  que intentó  revertir  su  situación  (cfr.  dictamen nro.

803/2023, en autos “Zupan, Matías German s/ Concurso preventivo”, de

fecha  27/04/2023,  con  fallo  coincidente  de  la  Sala  F,  de  fecha

07/07/2023).

v) Bene cio de gratuidad. Acceso a la justicia.

De  lo  precedentemente  expuesto  y,  en  atención  a  la

condición de consumidora hipervulnerable de la peticionante, considero

que corresponde aplicar al caso el beneficio de gratuidad contenido en

el artículo 53 de la Ley de Defensa del Consumidor.

Al respecto, ya  se ha  sostenido que “la  literalidad del

dispositivo contenido en el artículo 53 de la ley 24.240 de defensa del

consumidor -t.o. por el art. 28, L. 26361- no habilita otra conclusión que

admitir la irrestricta gratuidad del trámite procesal, por lo cual quien

demanda  en el  ámbito  nacional  con fundamento  en una  relación de

consumo  está  eximido  de abonar  la  tasa  de justicia  que concierte el

acceso a la jurisdicción y los demás gastos que genere la tramitación del

proceso” (Cám. Nac. Com., sala F, “San Miguel, Martín Hector, y otros

c. Caja de Seguros S.A.” 29/06/2010; Cam Nac. Com., sala F, “Piñero

José María Fernando y otro c. Sancor Seguros” 23/08/2012, en idéntico

sentido  Cám.  Civil  y  Comercial  de  Mar  del  Plata,  Sala  III,  “Oviedo

Gladys Ester y Otro c/ Peugeot Citroen Argentina SA y otro. s/ Daños y

Perjuicios”, 13/07/2012).
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Así  pues,  la  parte  final  del  art.  53  de la  ley  24.240

establece que las actuaciones judiciales que se inicien de conformidad

con aquella ley en razón de un derecho o un interés individual gozarán

del bene cio de justicia gratuita.

Ello  significa  que,  al  conferirse  automáticamente  el

beneficio de justicia gratuita se configura una presunción iuris tantum a

favor del consumidor por dos motivos: el primero porque se lo considera

que carece de los  recursos económicos necesarios  para  enfrentar  el

proceso y se lo exime de la totalidad de los gastos, costos y costas que

pueda insumir la tramitación; y el segundo, teniendo en consideración el

propósito  tuitivo  de la  norma y que considera  al consumidor  no  sólo

como un sujeto vulnerable susceptible de protección, sino también, como

ya  lo  he  expresado,  un  medio  a  fin  de  regular  el  actual  mercado

económico.

En tal sentido, la gratuidad en el acceso a la justicia es

condición  sine  qua  non  para  el  efectivo  funcionamiento  del  sistema

jurídico diseñado a partir del artículo 42 de la Constitución Nacional.

La  aplicación  de  esta  normativa  debe  realizarse

independientemente de cuál  sea  el  ámbito  en el  cual  la  relación sea

examinada.

Sostener, por ejemplo, que los principios del derecho de

los consumidores carecen de fuerza  o  ven menguada  su importancia

sólo  por  el hecho de que deban ser  aplicados en un ámbito  diferente

(vgr. en un escenario concursal), es equivalente a negar su existencia.

En esta inteligencia, existió en autos un apartamiento de

la  normativa  de orden público, pues corresponde el otorgamiento  del

beneficio  de  gratuidad  en  los  procesos  donde  se  encuentran

involucradas cuestiones de consumo.

Es necesario  recordar  que el derecho del consumidor

nace y se estructura sobre un pilar básico que le da sentido a todo el

sistema:  la  existencia  de desigualdad  sustantiva  y  estructural  en  las

relaciones de consumo. Una desigualdad que requiere de la intervención

niveladora  del  derecho  -en todos  sus  niveles  y  potencialidades-  para
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evitar  las  injusticias  que  de  ella  resultan  (Galeazzi,  Mariela  Verbic,

Francisco, “Acciones colectivas y beneficio de justicia gratuita”, La Ley

02/10/2014, 5; La Ley 2014-E, 462).

El art. 53 in fine de la ley 24.240 determina que “Las

actuaciones judiciales que se inicien de conformidad con la presente ley

en razón de un derecho o  interés individual gozarán del beneficio  de

justicia gratuita. La parte demandada podrá acreditar la solvencia del

consumidor mediante incidente, en cuyo caso cesará el bene cio”.

Huelga  mencionar  que la  cuestión relativa  al  alcance

del beneficio de justicia gratuita ha quedado superada de conformidad

con la doctrina plenaria sentada en los autos "Hambo, Debora Raquel c/

CMR Falabella SA s/ Sumarísimo” (Expte. N° S. 757/2018) del 21/12/21

que determinó  que el  “beneficio  de justicia  gratuita”  que dispone el

artículo 53 de la ley N° 24.240, además de los gastos, sellados u otros

cargos inherentes a la promoción de la demanda, exime al consumidor

del pago de las costas del proceso si fuera condenado a satisfacerlas

total o parcialmente.

De lo expuesto surge que, lo resuelto por el magistrado

de  grado  conllevaría  una  denegación  de  justicia  de  un  consumidor

sobreendeudado, cuya situación debió ser analizada aplicando de forma

integral y armónica la normativa aplicable a su respecto.

En  el  caso,  la  ausencia  de  integración  normativa

conlleva  la  vulneración  del  derecho  de  acceso  a  la  justicia  del

consumidor sobreendeudado y no brinda una solución a la problemática

planteada,  -que  es  diversa  a  la  de  un  comerciante  o  empresa  en

concurso- anulando  cualquier  posibilidad de lograr  la  finalidad de la

norma concursal, que es el anoticiamiento de la apertura del proceso

concursal a los acreedores.

Ello cuando, prima facie, parte de los acreedores del de

la  Sra.  Sánchez  estarían  percibiendo  sus  acreencias  mediante

descuentos en su sueldo.

Lo expuesto agrava aún más la situación de la deudora

que, al no poder acceder al proceso judicial que le permita revertir la
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situación en la que se encuentra, queda absolutamente desprovista de

una garantía judicial efectiva y acceso a la justicia y expuesto a posibles

conductas abusivas como el bloqueo de su cuenta sueldo o la retención

de  fondos,  que  permiten  al  acreedor/proveedor  financiero  lograr  su

cobro sin necesidad de accionar judicialmente. Es decir, de este modo a

través de la  jurisdicción se obstruiría  al  consumidor  sobreendeudado

toda posible defensa.

“En el vértice de la escala valorativa constitucional se

ubica el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva – la eficaz prestación

de los servicios de justicia (art. 114, párr. tercer, ap. 6°, Const. Nac.), o

la tutela judicial continua y efectiva (art. 15, CPBA) – que no sólo es un

derecho fundamental sino uno de los más trascendentes, por constituir

el  derecho  a  hacer  valer  los  propios  derecho”.  “La  operancia  del

derecho fundamental a  la  tutela jurisdiccional efectiva impone… a los

jueces  el  deber  de  prestar  su  protección  en  los  casos  concretos.”

(Roberto  O.  Berizonce,  Fundamentos  y  Confines  de  las  Tutelas

Procesales Diferenciadas, Tutelas procesales diferenciadas – I, Revista

de Derecho Procesal, Rubinzal Culzoni, 2008-2, p. 38).

La interpretación que propician el magistrado de grado

y  la  sindicatura  conllevan  una  clara  denegación  de  justicia  y  una

vulneración de normas supralegales.

Las 100 reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de

las personas en condiciones de vulnerabilidad, adoptada por Acordada

de la  Corte Suprema de Justicia  de la  Nación 5/2009 establece en su

exposición de motivos que el sistema judicial se debe configurar como

un instrumento para la defensa efectiva de los derechos de las personas

en condición de vulnerabilidad. Estas reglas tratan sobre el acceso a la

justicia efectivo de este tipo de poblaciones o personas pero, para lo que

interesa  a  este  Capítulo,  en  la  Sección  segunda  al  establecer  los

beneficiarios de las Reglas introduce el concepto de vulnerabilidad de

las personas humanas considerando en esa  condición a  aquellas que

por  razón  de  su  edad,  género  estado  físico  o  mental,  o  por

circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran
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especiales dificultades para  ejercitar  con plenitud ante el  sistema  de

Justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

El referido instrumento, formula una enumeración que

no  es taxativa  apreciando  como causas de vulnerabilidad la  edad, la

discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la

victimización,  la  migración,  el  desplazamiento  interno,  la  pobreza,  el

género  y  la  privación de libertad y  recomienda priorizar  actuaciones

destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se

encuentren  en  situación  de  mayor  vulnerabilidad,  ya  sea  por  la

concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.

No obstante ello en la sentencia recurrida el magistrado

desconoció  la  especial  tutela  que debió  brindársele  al  deudor  como

consumidor  sobreendeudado,  en tanto  la  protección de sus derechos

debió  integrarse a  la  luz de la  Constitución Nacional  y  los  tratados

internacionales de derechos humanos, colocándose en caso contrario a

la  República  Argentina  en  una  situación  de  incumplimiento  de

obligaciones asumidas.

No cupo por  ello  intimar  a  la  deudora  a  acreditar  la

publicación edictal y ante su incumplimiento tenerla por desistida.

En un caso similar al de autos, ante la necesidad de la

publicación de edictos la Sala F del fuero dispuso la publicación de los

edictos  únicamente en el  Boletín  Oficial  y  sin  cargo  para  el  deudor

consumidor, “publicidad que se estima suficiente para dar a conocer la

apertura del concurso preventivo” (cfr. CNCom, Sala F, “Zupan, Matías

German s/ concurso preventivo”, de fecha 07/07/2023).

A  mayor  abundamiento,  considero  que  corresponde

reconocer  a  la  Sra.  Sánchez  el  beneficio  de  la  gratuidad  de  las

actuaciones en los términos del art. 53 de la Ley 24.240.

En  este  sentido,  estimo  que  deben  arbitrarse  los

mecanismos  necesarios  para  que  la  gratuidad  –  necesaria  para

garantizar  el  acceso  a  la  justicia  de  la  deudora  consumidora  -  se

materialice, tales como la publicación de edictos prevista por el art. 27

de la LCQ sin costo alguno para la deudora y la notificación por cédula
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a  los  acreedores  denunciados,  garantizando  así  su  debido

emplazamiento.

7. Reserva Caso Federal.

Para el caso en que se dicte una resolución contraria al

respecto que vulnere el derecho de los consumidores consagrados en el

artículo 42 de la Constitución Nacional y en los diversos Tratados con

jerarquía  constitucional  (artículo  75  inc.  22  C.N.), desde  ya  formulo

reserva  para  ocurrir  por  la  vía  extraordinaria  federal  ante la  Corte

Suprema de Justicia de la Nación.

8. Dejo así contestada la vista conferida.

Buenos Aires, 28  de agosto de 2025.
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4) SILVA LARA JULIANA S/ SOLICITUD PROPIA QUIEBRA Cámara Apelac.

Civil, Comercial y Laboral Reconquista, Santa Fe.

Se rechaza el pedido de propia quiebra del consumidor sobreendeudado por abuso de 

derecho.  

En 1ra instancia se considera que el deudor bien podría hallar en los remedios ordinarios o 

los procedimientos adecuados para abordar su endeudamiento y ajustarlo a sus ingreso, y 

le rechaza el pedido de propia quiebra por considerarlo un uso abusivo al pretender levantar 

cautelares con el proceso.  

En Cámara, el voto del primer juez advierte que la ley no exige poseer bienes liquidables, 

no requiere juicios pendientes, no impone el agotamiento previo de soluciones 

extrajudiciales, y no distingue entre deudores según el origen de sus obligaciones. La 

confesión del estado de cesación de pagos no es suficiente, pero cumplió con los recaudos 

formales. Es una madre soltera víctima de violencia de género con un sueldo inembargable 

por los acreedores e insuficiente para sus gastos. La buena fe se presume y no se observa 

abuso ni la ley exige agotar otras vías. El principio de préstamo responsable -fundado en 

el art. 1710 CCCN, en los arts. 4 y 36 LDC - impone a los concedentes de crédito la 

obligación precontractual de verificar la capacidad de pago del consumidor antes de otorgar 

financiamiento y de abstenerse de hacerlo cuando esa capacidad haga previsible el 

sobreendeudamiento. Resume que debería revocarse la sentencia porque eligió la quiebra 

como una salida que el ordenamiento jurídico le ofrece ante una situación de impotencia 

patrimonial objetivamente verificable.  

Los otros dos jueces analizan que la alternativa del Decreto N° 1014/26 resulta ser más 

beneficiosa desde un punto de vista macroeconómico y social, con directa repercusión en 

la optimización del derecho al crédito, donde se impone un tope del 25% para los códigos 

de descuento y por eso considera la quiebra directa como abusiva. 







































5) COTAPA S.A. S- PEDIDO DE QUIEBRA PROMOVIDO POR

ACREEDOR S/ QUIEBRA (Prom. por ALLIAUD JUAN CARLOS Y

OTROS)" Expte. Nº 4641 Juzg Nro.9 Concurso y Quiebras. PARANÁ,

Entre Ríos.

Continuación de la explotación por cooperativa de trabajo y acepta propuesta de compra 

art 203 bis. Honorarios extra a la sindicatura.  

La cooperativa de trabajo que había continuado con la explotación efectúa una propuesta 

para la adquisición de la hacienda mercantil de la fallida con un pago por compensación 

del precio con los créditos privilegiados adeudados a los trabajadores actualizados según 

el art 203 bis, más una parte en efectivo y otra en cuotas y como garantía ofrece que el 

inmueble no se escriture a favor de la cooperativa hasta tanto no se cancele la deuda. La 

continuación de la explotación por parte de la cooperativa está orientada hacia la 

preservación de la empresa en marcha. Se tuvo en cuenta la tasación de la martillera. Se 

evaluó el desempeño de la cooperativa afirmando que hubo reactivación de la producción 

con respecto al estado de situación vigente al momento de declararse la quiebra, existieron 

inversiones realizadas en el mejoramiento de las instalaciones y la maquinaria que han 

permitido aumentar notablemente el procesamiento de la materia prima, se incorporaron 

nuevos productos y se abrieron nuevos canales de comercialización. Por todo ello se acepta 

la propuesta, pero como garantía de cumplimiento, además que la fallida conserva la 

titularidad de los inmuebles hasta la cancelación del pago, se traba un embargo sobre la 

marca a transferir. El incumplimiento reactivaría la liquidación falencial. Ante los pagos la 

sindicatura deberá realizar las distribuciones a los acreedores concurrentes y toda vez que 

las labores encomendadas a la sindicatura resultan ajenas a las que son propias del trámite 

concursal, se establece una retribución excepcional y específica, adecuada en analogía con 

lo previsto por la misma ley concursal para el cumplimiento del acuerdo homologado. En 

atención a la realidad de las tareas a desempeñar se fijan los honorarios sindicales en el 3% 

de cada uno de los pagos a distribuir. 



AUTOS: "COTAPA S.A. S- PEDIDO DE QUIEBRA PROMOVIDO POR ACREEDOR S/ QUIEBRA (Prom.

por ALLIAUD JUAN CARLOS Y OTROS)" Expte. Nº 4641

------------------------------------------------------------------------------

PARANÁ, 1 de julio de 2026

VISTOS:

Estos autos caratulados "COTAPA S.A. S- PEDIDO DE QUIEBRA

PROMOVIDO POR ACREEDOR S/ QUIEBRA (Prom. por ALLIAUD JUAN

CARLOS Y OTROS)" Expte. Nº 4641 y

RESULTANDO:

1) Que en fecha 08.09.2025 se presentaron los señores Carlos STRADA y

Héctor VICENTIN en representación de la COOPERATIVA DE TRABAJO COTAPA

LTDA, con patrocinio letrado, a fin de presentar propuesta para la adquisición de

una parte de la hacienda mercantil de la fallida. El detalle de los bienes se definió

en anexo, comprendiendo la marca, terrenos y edificación, todo ellos ubicados en

calle Almafuerte Nº1251 de la ciudad de Paraná.

Definen el modo de pago mediante la compensación de los créditos

laborales actualizados según lo previsto por el art. 203 bis LCQ. Formulan una

liquidación que asciende a $1.251.166.020,14. A ello se suma una entrega de

$400.000.000 a depositarse dentro de diez días de la aprobación, y

$2.000.000.000 financiado en cuotas mensuales a partir del mes siguiente a la

entrega inicial, en 96 cuotas, aplicando sobre saldo la tasa que publica SIGLeA.

Propusieron como garantía del cumplimiento que el inmueble no sea

escriturado a nombre de la cooperativa hasta la cancelación total del monto

ofrecido.

2) En fecha 08.09.2025 se puso de manifiesto lo peticionado y se corrió

vista a la sindicatura por el término de ley.

3) Que en fecha 16.09.2025 contestó la sindicatura. Consideró insuficiente

la propuesta ya que no comprende el total de la tasación realizada.

Indicó que el pago ofrecido reputa en los hechos una quita aproximada de

un 24%. Remarcó que la ley concursal no admite disminuciones con respecto a la



tasación, de acuerdo con lo previsto por el art. 205. inc.2.LCQ.

Señaló que resultaría necesario actualizar la liquidación de los créditos a

compensar así como la tasación de los bienes a adquirir.

Calificó al pago en 96 cuotas como exagerado y abusivo. Objetó la tasa de

interés que se propone aplicar a la financiación ya que no se condice con la tasa

activa del BNA.

Respecto de la garantía de cumplimiento, consideró como una alternativa

de mejora la afectación de los créditos verificados para cada uno de los

miembros de la cooperativa.

4) Que en misma fecha se presentó el letrado Aníbal FERREIRA, en

representación de ARCA, a fin de observar la propuesta.

Expresó que el monto total ofrecido resulta significativamente menor al

valor de tasación, por lo que en principio no cumplimenta con lo previsto en el

inciso 205 inciso 2 LCQ.

Destacó que no se ha presentado un flujo de fondos proyectado, tampoco

se encuentran actualizados los informes trimestrales. Esta última falencia impide

analizar las posibilidades concretas de pago del plan propuesto.

Indicó que entre los bienes a adquirir se encuentra el equipamiento

industrial y administrativo de la fallida, y por la compra directa de dichos bienes

se debe tributar IVA. Así, debería requerirse a la oferente que aclare si los

montos ofrecidos contemplan el pago de dicho impuesto, como así también los

gastos y honorarios de los profesionales intervinientes.

De ambas manifestaciones se corrió vista a la oferente.

5) Que en fecha 28.09.2025 se presentó el señor Carlos STRADA en

representación de la cooperativa a fin de contestar en tiempo y forma las

observaciones realizadas tanto por la sindicatura como por ARCA.

Rechaza las objeciones formuladas. Resalta que la propuesta garantiza la

continuidad de la actividad productiva, la preservación de los puestos de trabajo,

compensación de los créditos laborales y el cumplimiento de todas las

obligaciones fiscales.



Finalmente solicita que se apruebe la propuesta de compensación y

compra directa ofrecida por la cooperativa.

Que en fecha 30.09.2025 se tuvo por contestado por la Cooperativa de

Trabajo Cotapa Ltda. los traslados dispuestos en fecha 17.9.2025, y se tuvo

presente lo manifestado.

6) Que en fecha 03.12.2025 se presentó la cooperativa solicitando la

aprobación de la propuesta presentada.

7) Que en fecha 04.12.2025 conforme lo peticionado y constancias de

autos, las actuaciones pasaron a resolver, poniéndose a despacho en fecha

09.12.2025.

8) Que en fecha 12.02.2026 se sacaron los autos de despacho a efectos

de fijar audiencia y se dejó sin efecto la puesta la puesta a despacho de fecha

9.12.2025.

9) Que en fecha 12.03.2026 en ocasión del desarrollo de la audiencia

mencionada, la cooperativa de trabajo presentó un mejoramiento de propuesta

de compra directa de la totalidad de los bienes inventariados de la fallida, a partir

de las modificaciones introducidas por la ley 27.802, de modernización laboral.

Precisados los términos de esta mediante su presentación en el expediente

(16.3.26), se dispuso correr vista a la sindicatura y se la puso de manifiesto, por

el término de cinco (5) días.

10) Que en fecha 31.03.2026 se presentó el señor Emilio Monzón, con

patrocinio letrado, y solicitó se proceda a la liquidación y pago de los saldos de

pronto pago a su favor.

Por otro lado, se opuso a la propuesta de compra directa formulada de la

totalidad de los bienes inventariados de la fallida mediante compensación de

créditos laborales. Justificó su objeción por cuanto, de concretarse, se frustraría

su expectativa de pago.

Consideró como discriminatoria y lesiva la adquisición propuesta,

objetando la compensación planteada como forma de pago. La falta de ingreso

de dinero a la quiebra, sostuvo, impediría el efectivo cobro de los créditos



verificados, a la vez que sólo favorecería a algunos acreedores laborales en

perjuicio de otros de igual carácter.

11) Que en fecha 31.03.2026 se presentó el letrado Aníbal N. FERREIRA,

en representación de ARCA, a fin de objetar la mejora presentada. Sostuvo que

resultaría necesario que la sindicatura reliquide el monto compensable de los

créditos de los trabajadores de la Cooperativa de Trabajo Cotapa Ltda.

Por otro lado, reiteró que no surge de la propuesta la forma de cancelación

del IVA por la venta de los bienes gravados por ese impuesto.

12) Que en fecha 08.04.2026 se presentó la sindicatura para rechazar la

mejora de propuesta por considerarla contraria a la ley vigente.

Planteó una comparación de los créditos sujetos a cesión y compensación

con otros créditos

Resaltó que la situación económica por la que se encuentra atravesando

nuestra economía -y particularmente la lechería-, quedaría a criterio del tribunal

el reconocimiento de la primera propuesta, pero con la aceptación de la

propuesta por el total de los bienes que componen la valuación realizada por la

martillera, con el pago al contado, sin considerar plan de pago alguno.

Expresó que la valuación realizada a mayo de 2025 del patrimonio de la

fallida ($ 4.804.600.000,00) actualizada a la fecha, por el IPC, resulta del orden

de los $ 6.400.000.000.00, importe que deberá considerarse para el supuesto de

una subasta pública si la Cooperativa no lograra mejorar su propuesta.

Finalmente, solicitó la regulación de los honorarios pendientes de fijación.

13) Que en fecha 15.04.2026 las actuaciones pasaron a resolver,

poniéndose a despacho al día siguiente.

14) Que en fecha 6.5.26 (presentacion de 8.01 h) la oferente realizó una

presentación vinculada con el objeto a decidir. Por ello en fecha 06.05.2026 se

dejó sin efecto la puesta de despacho del día 16.04.2026 para el tratamiento de

esa presentación

15) Los señores Carlos STRADA y Héctor VICENTIN, en representación de

la oferente solicitaron se prescinda de la intervención del sindicato del rubro en



la formalización de la cesión de los créditos de los miembros de la cooperativa,

de aceptarse la propuesta de compra. Afirmaron que en virtud del tiempo

transcurrido desde la extinción de la relación de dependencia, y dada la actual

configuración de la gestión según resolución de fecha 30.12.2024, solicitaron que

en la resolución a dictarse se prescinda de la intervención del sindicato ATILRA

(Asociación de Trabajadores de la Industria Lechera de la República Argentina), a

los fines de evitar dilaciones innecesarias.

En fecha 8.5.26 se puso de manifiesto lo planteado, requiriéndose al

interseado que instara la resolución.

16) Que en fecha 04.06.2026 se presentó el letrado Marcelo Boeykens por

derecho propio a fin de solicitar la resolución de la nueva propuesta de la compra

directa.

17) Que en fecha 10.06.2026 de las objeciones manifestadas por el

acreedor laboral Emilio A. MONZÓN y por ARCA se corrió traslado a la oferente

por dos días.

18) Que en fecha 17.06.2026 se presentaron los representantes de la

cooperativa de trabajo para contestar el traslado.

Respecto del cuestionamiento planteado por ARCA, señalaron que en la

presentación de fecha 16/03/2026 – “MEJORAMIENTO DE PROPUESTA DE

COMPRA DIRECTA”- se practicó liquidación de los créditos laborales actualizados,

sin recibir objeción alguna. En el punto 7 del escrito de fecha 28.09.25 se

consignó que el monto ofrecido para adquirir los bienes de la hacienda mercantil

de la fallida es global, comprensivo de todo concepto, aún el IVA por el que se

consultara.

Respecto de la presentación del acreedor Monzón, manifestaron que la

compensación de sus créditos laborales actualizados se corresponde con la

aplicación de la Ley de Concursos y Quiebras -art. 203 bis-

Relataron que el Sr. Monzón, pese a ser invitado como a todos los demás

ex - empleados de COTAPA SA a conformar la cooperativa de trabajo, no

manifestó en ningún momento su intención de integrarla. Ante ello, puede

reclamar el cobro de su crédito en la quiebra, sin que ello represente lesión



alguna a sus derechos.

Finalmente pusieron en conocimiento del tribunal el compromiso social,

educativo y comunitario que lleva a cabo la cooperativa de trabajo, cumpliendo

acciones de responsabilidad social que detallaron.

19) Que en fecha 19.06.2026 se dictó el llamamiento de autos para

resolver sobre la propuesta de compra directa efectuada con la presentación

electrónica de fecha 16.3.2026 (10:48hs.) -cfr. asimismo presentaciones

electrónicas de fecha 20.3.2026 (15:12, 15:14, 15:24 y 15:25 hs.), 31.3.2026

(8:32 hs.), 31.3.2026 (11:03 hs.), 31.3.2026 (14:40 hs.) y 6.5.2026 (8:01 hs.),

como así también resolución del día 6.5.2026. La causa entró a despacho en

fecha 23.06.2026

CONSIDERANDO:

1.- La cuestión a resolver es la propuesta de adquisición de la hacienda de

la fallida por parte de la cooperativa de trabajo conformada por la mayoría de los

ex dependientes de la fallida en los términos del art. 203 bis LCQ.

2.- Éste prevé una singular manera de realización de los bienes de la

fallida, materialmente orientada hacia la preservación de la empresa en marcha

bajo gestión cooperativa.

Señalan Junyent Bas y Alija que “el art. 203 bis de la ley de concursos y 

quiebras incorpora una m odalidad específica de adquisición  de la em presa fallida 

a través de cooperativas de trabajo integradas por los propios dependientes de la 

concursada, configurando un régim en autónom o que debe articularse 

sistem áticam ente con los arts. 205, 241, 246 y 211 de la ley concursal, así com o 

con el art. 245 de la ley de contrato de trabajo. Su exam en revela que el 

legislador procura robustecer las políticas de continuación de la explotación y 

tutela del crédito laboral, integrando principios laborales y concursales en un 

m ecanism o singular de conservación del tejido productivo”1.

3.- El mecanismo señalado admite la posibilidad de que la adquisición se

concrete mediante el pago por compensación del precio con los créditos

privilegiados adeudados a los trabajadores.
1 JUNYENT BAS, FRANCISCO y ALIJA, MARÍA FLORENCIA; El trabajador frente a la empresa en crisis,
Córdoba, Advocatus, 2.026, pág. 488



4.- La mentada compensación habilita a la cooperativa de trabajo a

realizar una oferta de compra contando con el monto de los créditos privilegiados

de sus integrantes, considerando como base la tasación realizada por el

martillero encargado de la enajenación (arg. arts. 203 bis y 205 incs. 1 y 2 LCQ).

5.- La Martillera Alicia Díaz presentó su tasación corregida. Según

concluyó la tasación final asciende a $4.812.557.869 (PESOS CUATRO MIL

OCHOCIENTOS DOCE MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA y SIETE MIL

OCHOCIENTOS SESENTA y NUEVE). Secundariamente desagrega los distintos

ítems asignándoles valores individuales.

6.- Esta tasación fue actualizada de modo estimativo al igual que los

créditos compensables. Ambos fueron sometidos a la consideración de los

partícipes del proceso universal y sustanciados en la audiencia pública realizada a

comienzos del corriente año.

Allí se precisó que los valores definidos distaban significativamente de los

que se obtienen habitualmente en la subasta de bienes del mismo tipo. Señaló

que éstos oscilaban aproximadamente en el 30 % de lo tasado. A su vez,

consideró que los valores expresados en ocasión del relevamiento y tasación no

han sufrido variaciones significativas.

En este contexto la cooperativa de trabajo realizó una mejora sustancial

de su oferta inicial, comprendiendo ahora la adquisición de la totalidad de los

bienes tasados. La mejora consideró la incidencia de la entrada en vigencia de la

ley de modernización laboral en lo atinente a la actualización de los créditos

laborales.

7.- La propuesta en estudio plantea la adquisición de la totalidad de la

hacienda de la fallida por una cantidad que supera la tasación presentada.

a) El pago se proyecta en tres tramos. El primero aplicando la

compensación legal prevista por el art. 203 bis. En segundo término se hará un

pago en efectivo de PESOS CUATROCIENTOS MILLONES ($400.000.000) dentro

de los diez días de la firmeza de la decisión de venta. Una vez integrado este

pago, se debería cesar con el pago del canon locativo establecido en la resolución

de continuación de la explotación y transferirse la marca a favor de la



cooperativa de trabajo.

A ello se suma el pago en 48 cuotas ajustables, mensuales y consecutivas,

que en total suman PESOS UN MIL MILLONES ($ 1.000.000.000).

El ajuste de cada una de las cuotas se realizará según la tasa que publica

el SIGLeA (Sistema de Información Geográfica de Lechería Argentina).

En el esquema original, este último pago se proyectaba en 96

mensualidades. Ante las objeciones planteadas por la sindicatura la oferente

abrevió el plazo con la indicación de un fuerte sacrificio.

b) Como garantía de cumplimiento se propuso diferir la transferencia de

los inmuebles hasta el pago total del saldo.

c) Como previsión para el caso de incumplimiento relevante, la oferta

contempla la consolidación del pago operado por compensación y lo abonado

hasta ese momento. Esto se afectará primeramente a la adquisición del

Equipamiento, al Activo Intangible -Marca COTAPA- y automotores, en ese

orden.

Si, una vez cancelado el precio de los bienes adquiridos definitivamente,

existiera un saldo a su favor, la cooperativa se reserva la opción de solicitar su

restitución con la correspondiente actualización o aplicarlo a la adquisición de los

inmuebles.

El umbral del incumplimiento relevante se fija caso de verificarse alguna

de las siguientes situaciones: a) La falta de pago de dos (2) cuotas consecutivas.

b) La falta de pago de tres (3) cuotas alternadas, previa intimación fehaciente

para regularizar la situación en el plazo de quince (15) días.

8.- La evaluación de la admisibilidad de la propuesta de compra, más allá

de apreciación normativa, no puede prescindir del contexto económico y social

imperantes.

Tal como se manifestara en ocasión de decidir la continuación de la

actividad bajo la administración de la cooperativa de trabajo (resolución de fecha

30.12.22) y su posterior prórroga (resolución de fecha 30.12.24), la valoración

del caso resulta más compleja que la sola comparación cuantitativa de



magnitudes. No se trata exclusivamente de elegir un precio mayor, como podría

suceder en una subasta.

9.- Debe también considerarse el curso de la gestión de la cooperativa de

trabajo a lo largo de los casi cuatro años en los que viene administrando y

explotando los bienes de la fallida.

10.- Ha de señalarse inicialmente el desempeño en la conservación y

mejora de los activos de la fallida. Tal como se fijó en la resolución prevista por

el art. 191 LCQ la cooperativa podría compensar con los cánones a pagar el valor

de las mejoras necesarias que introdujera (cons. 19 y punto 4 de la parte

resolutiva).

11.- Del informe presentado por el Ing. Hollman (presentación del 4.5.25)

tomado como base para el dictado de la resolución respectiva (30.5.25) puede

apreciarse la magnitud de las inversiones realizadas por la cooperativa ofertante.

12.- En aquella ocasión se sostuvo que “Más allá de las discrepancias 

planteadas, el inform e técnico aportado respalda la aplicación de los fondos de la 

continuadora en la optim ización de las instalaciones de propiedad de la fallida. El 

m ism o no fue controvertido en su contenido, sino que se observó la naturaleza 

de las inversiones, atribuyéndolas a gastos relacionados con el uso por parte de 

la continuadora y el sufragio de los gastos de funcionam iento de su explotación. 

Los bienes adquiridos y las refacciones certificadas por el Ing. Hollm an se 

condicen con la rehabilitación de las instalaciones productivas de la fallida. En las 

distintas audiencias habidas en autos el Presidente del Consejo de Adm inistración 

dio cuenta de la gestión de las diversas habilitaciones que exigía la reapertura de 

la planta. Basta com o ejem plo la referencia a las reparaciones de la caldera, 

tem a recurrente a lo largo del presente proceso en cuanto a su m al estado 

originario.”

13.- Del estudio de los sucesivos informes de seguimiento realizados por

la sindicatura (cons. 17 y punto 7 de la parte resolutiva de la resolución prevista

por el art. 191 LCQ, de fecha 30.12.22), puede corroborarse una constante

dedicación y mejora de la explotación.

14.- El tenor de estos informes los hace una pieza fundamental de la



evaluación del desempeño de la cooperativa locataria de las instalaciones de la

fallida. El nivel de exigencia y precisión de la información aportada por el estudio

de sindicatura Neme, González, Firpo y asociados enriquece el análisis del caso.

Como se sostuvo como fundamento de la reciente regulación de

honorarios por estas labores “La sindicatura, por form ación y desem peño 

profesional, tiene un perfil específico que debe ser tenido en cuenta al m om ento 

de definir una pauta arancelaria. A su vez, y com o se consideró al m om ento de 

establecer los m árgenes de la continuidad de la explotación, se trata de un 

singular conjunto de profesionales de aquilatada trayectoria y destacado 

desem peño. En consecuencia los síndicos, realizan una labor de control en el 

presente proceso en beneficio de la m asa, correspondiendo justipreciar la m ism a 

y debiendo quedar a cargo de la Cooperativa.”2

15.- La reactivación de la producción con respecto al estado de situación

vigente al momento de declararse la quiebra resulta significativa. Las inversiones

realizadas en el mejoramiento de las instalaciones y la maquinaria han permitido

aumentar notablemente el procesamiento de la materia prima. Se incorporaron

nuevos productos y se abrieron nuevos canales de comercialización.

16.- La ponderación de la propuesta de compra debe incluir también las

proyecciones de la preservación de la empresa en tanto actividad útil y valiosa

para la comunidad.

Los informes sindicales (28.8.25, 14.10.25 y 12.2.26) dan cuenta de

resultados económicos fluctuantes, coherentes con la estacionalidad de la

actividad láctea. Su comparación con los informes producidos durante el

concurso preventivo de la sociedad fallida (en el expediente número 2750)

corroboran el paulatino mejoramiento de la producción y comercialización.

Esta comprende la integración de tambos locales que han vuelto a

entregar su producción a la firma ante las mejores condiciones de pago en el

contexto actual. Esta recuperación de fuentes de materia prima, según se ha

expuesto en las sucesivas audiencias habidas en la causa, implica una relación

de mantenimiento y subsistencia para ambas partes.

17.- Además de la apreciación de los beneficios que puede representar
2 Sentencia de fecha 5.6.26



para los miembros de la cooperativa de trabajo, tenemos que interrogarnos si

alguna de las premisas que planteáramos en ocasión de admitir la continuación

de la explotación (30.12.22) con respecto a las externalidades sociales y

económicas se han concretado.

18.- En el considerando 9 de aquella se planteó que “Paralelam ente, 

tam poco puede pasarse por alto la trascendencia social de la explotación 

industrial. La fallida elaboraba productos lácteos con una profunda tradición en 

nuestro m edio. Si bien en la audiencia se m anifestó se m antienen las 

producciones básicas de leche, tanto fluida com o en polvo, se plantearon 

perspectivas atendibles de volver al m ercado de los yogures. Se trata de la 

producción de alim entos básicos, de consum o m asivo, cuya perm anencia 

significa una utilidad social valorable. A l decir de la sindicatura en su inform e 

"asim ism o los productos que se elaborarán tienen su inserción en el m ercado 

local, por lo que cierto sector de la Com unidad podrán acceder a los m ism os a 

precios m ás com petitivos". Estas últim as consideraciones no resultan 

secundarias en el universo de la producción alim enticia, facilitando el norm al 

funcionam iento de la com petencia y del abastecim iento del m ercado local. Tal 

com o se expuso en la audiencia realizada, los proveedores de m ateria prim a de 

la cooperativa son, esencialm ente, pequeños productores que encuentran en 

esta factoría un m edio para colocar su producción, facilitando su inserción en el 

m ercado lácteo, en m om entos de una dura crisis para el sector.”

19.- Casi cuatro años después, podemos afirmar que estas premisas se

confirmaron, jalonando favorablemente la postulación de compra de la

cooperativa de trabajo.

20.- Al contestar el último traslado corrido (17.6.26), la cooperativa de

trabajo expuso una serie de conductas comerciales y de responsabilidad social

que no pueden soslayarse en la presente. Debo manifestar que he podido

corroborarlas a lo largo del proceso visitando, sin previo aviso ni noticia, los

distintos puntos de venta.

21.- Describió allí que desarrollaba: “Acciones de Responsabilidad Social 

Nuestra Cooperativa m antiene una activa colaboración con la organización Banco 

de Alim entos Argentina, asociación civil sin fines de lucro que cuenta con 20 



sedes en todo el país, incluida una en la ciudad de Paraná. Su m isión es reducir 

el ham bre, la m alnutrición y el desperdicio de alim entos m ediante el rescate de 

productos aptos para el consum o que han perdido su valor com ercial, para luego 

alm acenarlos, clasificarlos y distribuirlos de m anera segura y trazable. - En este 

m arco, la Cooperativa de Trabajo COTAPA Ltda. realiza la entrega de productos 

próxim os a su fecha de vencim iento y, adem ás, provee productos a la institución 

a precios diferenciales, contribuyendo así a que alim entos aptos para el consum o 

lleguen a quienes m ás los necesitan, evitando sim ultáneam ente el desperdicio y 

el im pacto am biental asociado. - Beneficios para la Com unidad Con el objetivo de 

acom pañar a distintos sectores de la sociedad, hem os celebrado convenios que 

perm iten brindar descuentos y beneficios especiales en nuestros locales 

com erciales: ?  M iércoles de Jubilados:  descuento del 10%  los días m iércoles en 

todos nuestros locales. - ?  Lunes Universitarios: UNIPASE: descuento del 10%  

los días lunes para estudiantes universitarios en todos nuestros locales. - ?  

Círculo Médico Paraná: descuento del 5%  diario en los locales de Mercado Sud 

(Villaguay y Perón) y Salta y Nogoyá, increm entándose al 10%  los días jueves. - 

?  Socios del Club Atlético Patronato: descuento del 5%  todos los días, en todos 

nuestros locales. - Asim ism o, nos encontram os próxim os a form alizar un 

convenio con la Municipalidad de Paraná para el abastecim iento de com edores 

escolares bajo su órbita. - V inculación Educativa Com o parte de nuestro 

com prom iso con la educación y la form ación de las nuevas generaciones, 

recibim os sem analm ente a alum nos de jardines de infantes, escuelas prim arias y 

secundarias. Durante las visitas se proyecta un video educativo sobre los 

procesos productivos de la industria láctea y se realiza un recorrido guiado por la 

planta fabril, donde se explican las distintas etapas de elaboración de nuestros 

productos. Al finalizar la actividad, cada visitante recibe una bolsa con productos 

de la cooperativa para com partir y degustar en fam ilia. Desde que com enzam os 

con esta función educativa, hem os recibido establecim ientos de nuestra ciudad, 

del interior de la provincia de Entre Ríos, de Santa Fe y Bs. As. - Del m ism o 

m odo, nuestras instalaciones perm anecen abiertas a estudiantes universitarios 

que requieren desarrollar trabajos prácticos, investigaciones o tesis vinculadas a 

la actividad cooperativista, industrial y productiva. - Participación en la 

Com unidad La Cooperativa acom paña y colabora activam ente con diversas 

instituciones y eventos de la ciudad y la región, entre ellos la Maratón de San 



Agustín, Capibá Rugby Club y la Filial Paraná del Club Atlético River Plate, 

participando m ediante degustaciones, aportes institucionales y condiciones 

com erciales especiales para nuestros productos. - Asim ism o, hem os colaborado 

con el Club Paraná, proveyendo indum entaria deportiva (rem eras y pantalones) 

para el plantel de prim era división de fútbol, identificada con nuestro logo 

institucional, con m otivo de la disputa de la final de la Copa Túnel Subfluvial. - 

Crecim iento y Desarrollo com ercial Com o m uestra del crecim iento sostenido de 

nuestra actividad y del com prom iso con nuestros consum idores, nos 

encontram os próxim os a inaugurar nuestro quinto local com ercial en la ciudad de 

Paraná, ubicado en calle Perú 138, am pliando así nuestra presencia y capacidad 

de atención a la com unidad. –“

22.- Estas actividades de promoción social, que exceden el margen de

explotación mercantil, son aportes valiosos para el comercio y la sociedad

locales.

Se trata, según lo explica Basualdo, de un valor esencial de la economía

social expresada en la intervención de las cooperativas en el mercado. Afirma

esta autora que “la cooperativa atiende a las necesidades de sus asociados y, a 

su vez, la cooperativa trabaja para el desarrollo sustentable de su com unidad por 

m edio de políticas aprobadas por sus m iem bros. En este principio se refleja que, 

aunque la cooperativa sea un grupo m inoritario, puede influir en su entorno, 

porque el m ovim iento cooperativo interactúa con su entorno, incoporando el 

debate profundo sobre la cooperación y sobre el m odelo de propiedad que se 

propone”3.

Estas proyecciones responden a la pluralidad de intereses que convergen

en la solución concursal, que debe armonizarlos con la situación de los

acreedores admitidos. Esto traza la distinción basal entre una mera ejecución

comercial y el proceso concursal, atravesado por la noción de empresa, como

actividad económica útil para una comunidad concreta4.

Afirman así Junyent Bas y Alija que: “la preservación de la em presa no 

puede analizarse exclusivam ente desde una perspectiva patrim onial. La 
3BASUALDO, MARÍA EUGENIA; La cooperativa de trabajo. Un análisis en la Argentina del siglo XXI,
Santa Fe, Ediciones UNL, 2.018, pp. 24 y 25
4PRONO, RICARDO S.; Continuación de la empresa en la quiebra. Análisis de la nueva figura en la ley de
concursos, Buenos Aires, Ediar, 1.975



continuidad de la actividad económ ica encuentra su principal justificación 

precisam ente en la conservación del em pleo y en la protección de las relaciones 

laborales que se desarrollan dentro de la organización productiva. Por ello la 

búsqueda de viabilidad em presaria no puede traducirse en una dism inución 

absoluta o irrazonable de los derechos de los trabajadores. El verdadero desafío 

consiste en encontrar un equilibrio adecuado entre la necesidad de preservar 

em presas económ icam ente viables y la obligación constitucional de proteger el 

trabajo hum ano y los créditos derivados de él”5

23.- En lo sustancial, el facilitar el acceso a bienes de consumo esencial a

sectores vulnerables de nuestra comunidad es un valor agregado que debo

apreciar al momento de decidir sobre la propuesta de compra. Esta representa

una manera de respaldar la continuidad de estas acciones en momentos de

dificultades económicas para amplios sectores de nuestra sociedad.

La reactivación económica en curso requiere, mientras se consolida, el

especial cuidado y la promoción de estos sectores. De ahí que deba apreciarse

singularmente la política de gestión llevada a cabo a lo largo de estos años.

Política que nace de la misma naturaleza de los emprendimientos cooperativos y

de la economía social.

24.- En paralelo, también debe evaluarse la incidencia de la conservación

de un actor independiente y con estas políticas en el mercado lácteo local.

25.- El escenario de crisis del sector lechero no ha mejorado con respecto

al momento en que se consideró la propuesta inicial de continuación.

26.- Recientemente (22.4.26) se declaró la quiebra de uno de los

principales actores del mercado local. Sancor era receptor de gran parte de la

producción tambera de la región. Decretada la continuación la enajenación de la

empresa se definió mediante una licitación, de inminente resolución.

El elenco de los potenciales oferentes que adquirieron el pliego respectivo

da cuenta de un horizonte de concentración empresarial en el rubro. De este

modo se refuerzan las consideraciones expresadas en aquella decisión sobre la

5JUNYENT BAS, FRANCISCO y ALIJA, MARÍA FLORENCIA; El impacto de la Ley de Modernización
Laboral en el derecho concursal argentino. A propósito de la reformulación del crédito laboral, LL ejemplar
del 30.6.26, pág. 16



conveniencia y necesidad de conservar la diversidad de actores en el mercado de

la lechería, garantizando así la competencia y abastecimiento del mercado local.

Idénticas consideraciones deben hacerse con respecto a la preservación de

los tambos proveedores de la zona. Desde la disposición de la continuación hasta

la fecha, la planta de tambos proveedores de la cooperativa oferente se ha

consolidado, recuperando en muchos casos a productores que habían dejado de

atender a la fallida.

27.- Corresponde ahora analizar las impugnaciones presentadas contra la

posibilidad de hacer lugar al pedido de la cooperativa de trabajo.

28.- La sindicatura cuestiona la propuesta en cuanto no cumpliría con las

exigencias del art. 205 LCQ, de pago en efectivo de la oferta de compra.

a) El reparo sindical parte, según consideramos, de una errada

composición de la regulación aplicable a la propuesta de compra por parte de la

cooperativa de trabajo en la ley de concursos.

Sostiene la sindicatura que la oferta en estudio al plantear una parte del

pago fragmentada en cuotas, violaría la exigencia del pago en efectivo

establecido por el art. 205 inc. 4 LCQ.

b) Tanto el art. 203 bis LCQ como el texto vigente del art. 205 LCQ

provienen de la redacción -en el primero caso se incorporó la norma- de la ley

26.684. Esta tenía por finalidad expresa la promoción de la intervención de los

trabajadores en la gestión del concurso y el facilitar la participación de las

cooperativas de trabajo en la adquisición del activo falencial para conservar la

empresa útil.

Las ventajas establecidas a favor de los trabajadores organizados como

cooperativa han valido la calificación de “superprivilegio”. Se explica esta

denominación ya que implica “que ésta se encuentre en una m ejor posición 

com parativa frente a terceros al m om ento de com petir por la adquisición de la 

em presa o uno o m ás establecim ientos” 6.

En este entendimiento la incorporación del art. 203 bis LCQ generó una

6 CHOMER, HÉCTOR O. (Dir.) y FRICK, PABLO D. (Coord.); Concursos y quiebras. Ley 24.522, T 3,
Buenos Aires, Astrea, 2.016, pág. 302



nueva modalidad de enajenación. Resulta claro el sentido que el legislador tuvo

al establecer un tratamiento preferencial para las cooperativas de trabajo con

respecto a otros posibles adquirentes.

c) Estas pautas resultan determinantes en la interpretación de las normas

aplicables.

El art. 203 bis LCQ rige específicamente este tipo de adquisiciones, con

una remisión acotada a las reglas generales de la enajenación de la empresa

previstas en el art. 205 LCQ. Su texto indica que “los trabajadores reunidos en 

cooperativa de trabajo están habilitados para solicitar la adquisición  de 

conform idad con el art. 205, incs. 1 y 2”.

De este modo se restringe la aplicación de las exigencias del modo general

de enajenación a los dos primeros incisos de la norma referida.

A su vez, tampoco resulta lógicamente aplicable la exigencia, en tanto

sirve como condición para la entrega de la posesión de los bienes. En el

presente, y como suele suceder en los casos de quiebras con continuación de la

actividad por parte de los mismos trabajadores agrupados bajo la modalidad de

cooperativa de trabajo, la oferente ya se encuentra en posesión de la hacienda.

d) De modo concurrente, la letra del art. 203 bis LCQ excluye el requisito

del pago en efectivo. La última oración del precepto dispone que “el plazo de 

pago del precio podrá estipularse al m om ento de efectuarse la venta”.

Al admitir que se pueda modalizar temporalmente el pago del precio por

parte de la cooperativa de trabajo, se excluye expresamente la exigencia

aplicable al resto de los terceros que ofertaran por la compra de la empresa. La

contraposición de ambos textos resulta clara, excluyendo el dispositivo especial a

la previsión general.

e) Finalmente, tampoco puede admitirse la actualización lineal de los

valores determinados en la tasación agregada a la causa. Es que no se trata de

cantidades de dinero que puedan proyectarse en el tiempo sobre la pauta de un

índice único. La variedad y complejidad de la composición de los bienes así como

las fluctuaciones del mercado obstan la aplicación de un parámetro único en su

estimación actual.



Adicionalmente, la martillera que tasó los bienes expresó en la última

audiencia que los valores que definió no habían experimentado una variación

significativa.

29.- Finalmente la sindicatura plantea también un cuestionamiento a la

validez y vigencia para el caso de la ley 27.802, de modernización laboral, sin

llegar a plantear su inconstitucionalidad. Antes bien, refiere genéricamente a la

existencia de algunas declaraciones de inconstitucionalidad y a la suspensión

cautelar de gran parte de la norma.

La mejora de la propuesta se construyó sobre la base de la aplicación de la

reforma.

a) La entrada en vigencia de la reciente reforma laboral con su publicación

oficial (B.O. 6.3.26) abrió un profundo debate tanto en la doctrina como en la

jurisprudencia, con sucesivas declaraciones de inconstitucionalidad7. Incluso se

suspendió la vigencia de gran parte de su articulado con el dictado de una

medida cautelar que experimentó sucesivas vicisitudes8.

b) Al momento del dictado de la presente la referida cautelar continúa en

debate, pero sus efectos se encuentran suspendidos, según resolviera la sala

VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo9.

En consecuencia, la ley de reforma tiene plena vigencia al presente.

c) Estas consideraciones responden a la situación concreta de esta causa y

de la adquisición por parte de la cooperativa de trabajo, en los términos del art.

203 bis LCQ.

La eficacia de la aplicación de la ley de modernización laboral en la

liquidación de los créditos compensables se encuentra condicionada por las

circunstancias del caso y del tipo de pago. El crédito laboral inserto en el

patrimonio de la cooperativa de trabajo es, en definitiva, el único escenario en el

que se lo puede hacer valer en plenitud, como sujeto de preferente tutela 

7 CTCba., sala 1, 10.3.26; Urbano, Mario Alejandro Ceferino c/ A. Giacomelli S.A. s/ ordinario – despido,
Expte. 3304774. En igual sentido TTLP n°3, 13.3.26; Martín, Martín Hernán c/ Costa, Daniel O. y otra s/
despido, Expte. 45.418
8 JNT 63, 30.3.26; C.G.T. c/ Estado Nacional s/ inconstitucionalidad.
9 CNAT, sala VIII, 23.4.26, C.G.T. c/ Estado Nacional s/ inconstitucionalidad



 onstitucional10

30.- La referencia a que la única beneficiada por la enajenación resultaría

ser la propia oferente en desmedro de los intereses de la quiebra tampoco

resulta atendible.

31.- En la realidad de los procesos universales, como lo señala Rouillón,

“los distintos intereses afectados por la insolvencia, las graves repercusiones de 

ésta y los plurales sujetos involucrados que aspiran  a la tutela legal, la 

necesidad de realizar justicia de tipo distributivo ante la im posibilidad de llevar a 

cabo la justicia conm utativa, así com o  los principios orientadores elaborados a 

través de la historia a los que hem os referido, explican la existencia de una 

legislación  diferenciada -la ley concursal- que da respuestas distintas de las del 

derecho com ún a los conflictos intersubjetivos que se plantean cuando hay 

estado de cesación de pagos o insolvencia patrim onial”11

32.- Estas consideraciones ya fueron analizadas al valorar las implicancias

de la concreción de venta a la cooperativa de trabajo.

33.- Las objeciones planteadas por el acreedor Monzón en cuanto la

aceptación de la propuesta de la cooperativa implicaría la frustración de las

posibilidades de cobro del resto de los acreedores, especialmente de los

acreedores laborales que no participan de la cooperativa, no pueden tener

acogida favorable. Reconoce este peligro desde que no se produce ingreso de

dinero en el activo falencial.

a) No puede atenderse el reparo planteado sobre la falta de ingreso de

dinero por la venta, ya que la modalidad de pago por compensación proviene de

expresa disposición legal. A su vez, sometida a la consideración de los

acreedores las sucesivas liquidaciones no se objetó el modo de realización, sino

la entidad de la oferta.

La admisión de la manera de liquidación implica el consentimiento su

régimen, por lo que mal puede después cuestionarse la aplicación de la

10 Fallos 344:1070, entre otros precedentes
10 Fallos 344:1070, entre otros precedentes
11 ROUILLÓN, ADOLFO A.N.; Régimen de concursos y quiebras. Ley 24.522, Buenos Aires, Astrea; 2.017,
pág. 14



ompensación legal que el sistema supone12.

b) El cuestionamiento, a su vez, resulta prematuro en función de la

composición de la propuesta de compra. La cooperativa no propone únicamente

pagar por medio de la compensación legal establecida por el art. 203 bis, sino

que la completa con la integración de dinero en efectivo y una secuencia de

cuotas ajustables.

Por ello, el perjuicio invocado resulta esencialmente conjetural. En su caso,

podría evaluarse la existencia de un perjuicio tal en la etapa de distribución de

los fondos existentes.

34.- Impugna también la propuesta de compra la ARCA en cuanto no se

habría precisado el modo de abonar el impuesto al valor agregado.

La cuestión resulta zanjada con la contestación de la cooperativa (17.6.26)

donde se precisó que la oferta resultaba global, por todo concepto.

35.- En fecha 6 de mayo pasado la cooperativa de trabajo solicitó que se

prescinda de la intervención de la asociación gremial correspondiente según el

rubro prevista en la parte final del art. 203 bis. Alegó la necesidad de no alongar

innecesariamente el trámite, así como la realidad del presente concurso.

36.- Ese mismo día se sacaron los autos de despacho a fin de tratar la

petición, que se puso de manifiesto el 8.5.26 por el término de ley a fin de que

los interesados se expidan. No hubo manifestaciones al respecto.

37.- Que la petición de exceptuar a este trámite en concreto de la

intervención del gremio que hubiera representado a los trabajadores debe

evaluarse con estricta prudencia, ciñéndonos a la realidad de la causa y el

sentido de la norma a aplicar.

38.- Explican Junyent Bas y Alija que las exigencias de formalización

judicial de las cesiones consecuentes con la venta y la intervención de la entidad

gremial son garantías en resguardo del trabajador.

Expresan en este sentido que “la norm a exige que esta cesión sea 

m aterializada en audiencia judicial, con intervención de la asociación sindical 
12 Fallos 331:901, 328:470, entre otros.
12 Fallos 331:901, 328:470, entre otros.



legitim ada, lo que introduce im portantes garantías: voluntariedad, inform ación 

adecuada, ausencia de coacción  y preservación de la integridad del crédito. La 

exigencia de intervención  judicial evita prácticas desviadas  o cesiones 

sim uladas y asegura que la transm isión del crédito responda a decisiones 

autónom as  y conscientes de los trabajadores involucrados”13

39.- Esta solución guarda coherencia con la actuación del principio

protectorio consagrado en la Constitución Nacional (art. 14 bis), traducido de

diversos modos en la legislación específica. Así, la formalidad de los actos de

disposición sobre el crédito laboral y la necesaria intervención judicial son

expresiones de esta garantía (arg. arts. 15, 241, 277 y ccdtes. LCT).

40.- Dentro de la economía de la ley concursal, esta previsión guarda

relación con la establecida para la renuncia al privilegio inherente al crédito del

trabajador (arg. art. 43 LCQ). En este supuesto se prevé igualmente la citación

de la entidad gremial.

41- El pedido formulado por la cooperativa de trabajadores, según sus

mismos dichos, responde a la necesidad de abreviar trámites y a la realidad del

trámite.

42.- En autos los vínculos laborales se extinguieron en ocasión de

declararse la quiebra de la sociedad empleadora (24.10.22), constituyéndose la

actual cooperativa de trabajo.

Desde aquel momento se ha venido administrando el emprendimiento bajo

la forma cooperativa, sin visos de coacción o deformación del sentido propio del

quehacer cooperativo (arg. art. 2 ley 20.337). Según consta en el expediente, se

convocó a los extrabajadores que quisiera integrar esta nueva entidad,

reuniendo en la actualidad a 45 asociados.

Quienes no quisieron integrar la cooperativa transitaron por el reclamo de

reconocimiento de su crédito, integrando el pasivo concurrente.

43.- Resulta claro que el vínculo cooperativo es distinto en su sustancia de

la relación de dependencia que justifica la intervención sindical, según se ha

13 JUNYENT BAS, FRANCISCO y ALIJA, MARÍA FLORENCIA; El trabajador frente…op. cit., pág. 493



econocido pacíficamente14. Desde hace más de cuatro años no

existe relación laboral que justifique el presupuesto de la norma que impone la

intervención gremial como garantía para los trabajadores cedentes.

44.- La misma literalidad de la norma en análisis evidencia una tensión

con las circunstancias del presente. Allí se refiere a la “asociación sindical 

legitim ada”, suponiendo la vigencia o contemporaneidad del vínculo laboral, lo

que no se verifica en este caso.

45.- A su vez, puesta de manifiesto en el expediente la petición de obviar

esta intervención, ni la misma entidad gremial manifestó su oposición.

46.- La eventual prescindencia de la participación de la entidad gremial no

supone una mengua en la protección que debe presidir en el acto de

transferencia de los créditos admitidos a los ex trabajadores de la fallida a favor

de la cooperativa de trabajo que ahora conforman.

La transmisión habrá de formalizarse en audiencia judicial, con las debidas

garantías del caso, informando de modo claro y suficiente sobre las implicancias

del acto. Esto, al igual que sucede en sede laboral ante actos de disposición del

trabajador.

47.- Por ello, resulta razonable acoger el pedido realizado por la

cooperativa de trabajo, estableciendo la eventualidad de la participación del

sindicato.

48.- Sin perjuicio de esto, se le cursará una comunicación a la entidad

gremial sobre el día y hora de la audiencia fijada para concretar la cesión.

49.-Con respecto a la previsión propuesta para el caso de incumplimiento,

debe formularse un ajuste que adecue la propuesta a la naturaleza del negocio

jurídico y a la realidad de la causa.

a) Inicialmente debe establecerse que entre las causales de

incumplimiento se encuentra la falta de integración de los $ 400.000.000

comprometidos.

b) En el apartado d) del mejoramiento de la oferta de compra se postula
14 Fallos 340:1414, 332:2614, entre otros.
14 Fallos 340:1414, 332:2614, entre otros.



que, en caso de incumplimiento, la oferente tiene la opción de recuperar el saldo

no aplicado a la adquisición de los bienes de la fallida, actualizado.

c) En apariencia, se trataría de un negocio financiero que no cumple con la

finalidad de promover el cumplimiento de las obligaciones asumidas. Las

previsiones para el caso de incumplimiento, antes que facilitar la salida del

incumplidor, debe propender a motivar a su cumplimiento. De ahí que no resulte

razonable admitir esta alternativa de salida del negocio considerando los plazos

previstos.

d) En su caso, el saldo quedará a favor de la masa de acreedores.

50.- En cuanto a la garantía de cumplimiento propuesta, resulta más

adecuado consolidar el resguardo de los acreedores concurrentes ampliándola.

Juntamente con la conservación de la titularidad de los inmuebles a

transmitir, al momento de transferirse la marca se trabará embargo sobre ella

como seguridad adicional.

51.- El incumplimiento en los términos antes indicados implicará la

resolución de pleno derecho de la compra con la consecuente ejecución de las

garantías para la realización de los bienes y la continuación con el pago de los

créditos concurrentes, activándose la liquidación falencial.

La resolución implicará la consolidación de los pagos realizados a favor de

la quiebra -incluyendo la compensación de los créditos-, sin derecho a reclamo

por parte de la cooperativa ni de sus miembros por haberse extinguido sus

acreencias.

52.- Ninguna de estas adecuaciones altera significativamente la ecuación

económica de la oferta realizada, por lo que no se desnaturaliza su contenido,

armonizándose con los intereses de los acreedores concurrentes, según las

observaciones de la sindicatura.

53.- Desechadas las objeciones planteadas y admitida la propuesta de

compra formalizada por la cooperativa de trabajo en los términos del art. 203 bis

LCQ, con los ajustes señalados previamente, corresponde establecer medidas

operativas para la transición que implica la concreción de lo dispuesto. Interín se



formalizan las medidas derivadas de la enajenación, debe garantizarse la

continuidad de la explotación.

54.- Por ello, hasta tanto se concrete la transferencia, ha de prorrogarse

la continuación de la explotación por parte de la cooperativa de trabajo, en los

mismos términos dispuestos en las resoluciones de fecha 30.12.22 y 30.12.24.

55.- El ingreso de los fondos comprometidos en la propuesta de pago

hacen necesario programar su distribución entre los acreedores concurrentes y el

pago de los gastos del concurso. Por ello, debe establecerse el modo y plazo para

su concreción.

56.- Se encomienda así a la sindicatura la confección de las respectivas

distribuciones tanto para el pago inicial como para los pagos mensuales. En este

último caso, las liquidaciones se harán cuatrimestralmente.

57.- A estas se le aplicarán las reglas pertinentes del art. 218 y

concordantes por analogía.

58.- Las labores encomendadas a la sindicatura resultan ajenas a las que

son propias del trámite concursal, razón por la cual se establece una retribución

excepcional y específica, adecuada en analogía con lo previsto por la misma ley

concursal para el cumplimiento del acuerdo homologado. En atención a la

realidad de las tareas a desempeñar se fijan los honorarios sindicales del Estudio

Neme-Firpo-González y asociados en el 3% de cada uno de los pagos a distribuir.

En mérito a lo expuesto.

RESUELVO:

1.- DESESTIMAR las impugnaciones planteadas por los acreedores

Monzón y ARCA, así como por la sindicatura.

2.- APROBAR LA PROPUESTA DE COMPRA presentada por la

Cooperativa de Trabajo Cotapa Ltda en los términos de la presente, quedando los

costos y trámites de su concreción a su cargo.

Así, la propuesta de pago se compone: 1.- De la compensación del precio

fijado en la tasación con los créditos laborales de los integrantes de la

cooperativa de trabajo oferente según su última actualización presentada en el



expediente, 2.- Un pago de $ 400.000.000. a integrarse dentro de los diez días

siguientes a la firmeza de la presente y la suma de $ 1.000.000.000 distribuidos

en 48 mensualidades consecutivas, ajustables según el índice SIGLEA.

3.- ADECUAR LA PROPUESTA para el supuesto de incumplimiento, en

los términos expresados en el considerando 49, y con respecto a la garantía de

cumplimiento, en los términos expresados en el considerando 50, disponiendo la

traba de embargo sobre la marca al momento de su transmisión y las

consecuencias del incumplimiento según el considerando 51.

4.- PRORROGAR DESDE SU VENCIMIENTO LOS TÉRMINOS de la

continuación de la explotación de la hacienda de la fallida por parte de la

Cooperativa de Trabajo Cotapa Ltda. por un plazo máximo de dos meses a contar

desde el dictado de la presente.

5.- FIJAR AUDIENCIA a fin de instrumentar la cesión de los créditos

admitidos en autos a favor de los integrantes de la cooperativa de trabajo

oferente, cuya fecha se fijará en día a determinar por providencia según la

disponibilidad del juzgado, quedando la notificación a los mismos y a la entidad

gremial a cargo de la cooperativa.

6.- FACULTAR A LA SINDICATURA para suscribir los instrumentos que

sean necesarios para concretar la transferencia de los bienes según los términos

de la propuesta de compra aprobada.

7.- ENCOMENDAR A LA SINDICATURA la confección de un proyecto de

distribución del pago inicial de $ 400.000.000, en términos análogos a lo previsto

por el art. 218 LCQ. Deberá discriminar en cada rubro de la transferencia el IVA

correspondiente a los fines de su liquidación.

8.- ESTABLECER una distribución cuatrimestral de los fondos

provenientes del pago de las cuotas mensuales previstas en la propuesta de

compra, de igual manera que la prevista en el apartado anterior.

9.- ESTABLECER como retribución para la sindicatura el 3% de cada una

de las distribuciones periódicas con más el IVA, de corresponder.

Regístrese.

MOIA Angel Luis Firmado digitalmente por MOIA Angel Luis 
Fecha: 2026.07.01 12:50:50 -03'00'





6) ALGODONERA AVELLANEDA SA S/ CONCURSO PREVENTIVO

21-25033023-2 Juzg. 1ra. Inst. Civil y Comercial 2da. Nom.

RECONQUISTA (Santa Fe).

Extiende le periodo de exclusividad y finalmente rechaza la exclusión del acreedor y abre 

el proceso de salvataje.  

La concursada intentó excluir al acreedor argumentando un abuso de derecho y hostilidad 

por la supuesta intención del banco de perjudicarla. El juez rechaza la exclusión porque no 

se ha demostrado que el BNA hubiera obrado guiado por el ánimo de causar daño a un 

interés legítimo, o de manera desaprensiva por lo que no resulta ser un acreedor hostil. Por 

ello la concursada no alcanza las mayorías de capital exigidas por el artículo 45 LCQ y se 

ordena abrir el registro previsto por el artículo 48 de la LCQ (Salvataje), a fin de que los 

interesados (acreedores, cooperativa de trabajadores constituida o en formación, o terceros) 

se inscriban para ofertar por la adquisición de las cuotas de capital. 





















































BNA % DE RECUPERO BNA

PROPUESTAS PESOS DÓLARES

PROPUESTA A -SIN CUPO- 8,09% 8,66%

PROPUESTA B 5,91% 13,70%

PROPUESTA C 5,58% 17,21%

PROPUESTA D 5,51% 19,20%

PROPUESTA E 5,07% 23,30%

PROPUESTA F 0,14% 8,96%

* ACLARACION: M ientras que en la propuesta de dólares un m ayor plazo se com pensa con un 
m ayor porcentaje de capital real debido a la estabilidad de las tasas internacionales (8%), en el 
tram o en pesos ocurre lo contrario. Bajo la tasa testigo de m ercado TAM AR (22,93%), la 
extensión de los plazos actúa com o una quita encubierta severa que perjudica el beneficio del 
m ayor capital ofrecido. Así, una propuesta nom inal del 55% a 20 años term ina siendo realm ente 
una propuesta del 25%



Priv art 241 Priv art 246 Priv art 246 Priv art 246









7) CNCOM SALA D 1866/2022 - VITIELLO, VANESA PATRICIA s/ QUIEBRA.

Mantiene embargo de haberes de un consumidor sobreendeudado para el pago de 

honorarios de la sindicatura  

La rehabilitación del fallido no lo exime de pagar los gastos del art. 240 LCQ y se puede 

embargar el sueldo o -como en este caso- intimar a la fallida a que deposite el saldo insoluto 

de los honorarios del síndico, aún cuando se trate de una consumidora.  

Los honorarios de la sindicatura, en tanto créditos prededucibles en los términos del art. 

240 de la LCQ, no se encuentran comprendidos en la liberación patrimonial o descarga que 

provoca la rehabilitación. Desde esa perspectiva, resulta adecuado intimar a la fallida a 

pagar los honorarios de la sindicatura “bajo apercibimiento de ejecución”- que los haberes 

de la deudora sean embargados, en la proporción legal correspondiente, para satisfacer el 

saldo impago de aquella retribución profesional. 
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Expediente Número: COM - 1866/2022 Autos:
VITIELLO, VANESA PATRICIA s/ QUIEBRA
Tribunal: CAMARA COMERCIAL - SALA D
/ CAMARA COMERCIAL - MESA GENERAL DE
ENTRADAS
Excma. Cámara:

1. La jueza de la anterior instancia intimó a la fallida a

depositar  en  el  plazo  de  diez  días  la  suma  de  $  1.915.323,40  -

resultante de la diferencia entre los honorarios regulados en favor de la

sindicatura  y  los  fondos  asignados  en  su  favor en  el  proyecto  de

distribución aprobado-, bajo apercibimiento de ejecución (fs. 315/318).

Ponderó que el activo compuesto por el embargo de

haberes  de  la  quebrada  desde  el  decreto  de  quiebra  hasta  la

rehabilitación  dispuesta  el  día  19/04/2023  resulta  insuficiente  para

cancelar la totalidad de los gastos del art. 240 LCQ.

2. Apeló la fallida y fundó el recurso a fs. 321/323.

Adujo  que  no  cuenta  con los fondos requeridos,  los

que  equivalen  a  más  del  doble  del  pasivo  falencial  denunciado  al

peticionar su quiebra.

Señaló  que  se  trata  de  una  consumidora

sobreendeudada a la que no le quedó más remedio que requerir  su

propia  quiebra  ante  la  imposibilidad de  cubrir  un pasivo  cercano  al

millón de pesos.

Explicó  que,  a  la  fecha,  sus haberes ascienden a  la

suma  de  $  165.769,07  y  que  de  establecerse  un  embargo  por  el

porcentaje  de  ley  para  el  pago  de  los  emolumentos  regulados

implicaría una retención por un plazo mayor a 88 años.

3. La sindicatura contestó el traslado del memorial a

fs. 325/326 y aconsejó el rechazo del recurso.

4. La  Sra.  Vanesa  Patricia  Vitiello  solicitó  su  propia

quiebra  el  18/02/2022,  en  los  términos de  los  arts.  77  y 288 LCQ.

Explicó que se encontraba en cesación de pagos y dijo que motivaba

su solicitud “…la delicada situación que me encuentro transitando, que

me impide vivir  dignamente, gozar adecuadamente de mi derecho a
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alimentarme,  al  igual  que  el  de  alimentar  a  mi familia,  gozar  del

derecho a la vestimenta, derecho a una vivienda digna, etc., que por

derecho  me  asiste  conforme  Constitución Nacional,  Resolución  3-E/

2017  y  Decreto  484/87  del Estado  Nacional.  En  atención  a  dichas

circunstancias delicadas que ponen en riesgo la integridad y la salud

psicófísica de quien suscribe, y la de sus familiares…” (ver escrito de

presentación en quiebra). 

En la  demanda  la  deudora  manifestó  ser  empleada

administrativa del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y que, al no

poder cubrir con las necesidades básicas de su núcleo familiar y de su

hogar y poder gozar el derecho a una vivienda digna y alimentar a su

familia, adquirió créditos de consumo de entidades financieras que, en

su  mayoría,  no  le  habían  provisto  copia  de  la  documentación

respaldatoria  ni  la  información  correcta,  precisa  y  detallada  de  las

transacciones. Solicitó además se ordene embargo sobre su recibo de

haberes sujeto a los límites del desapoderamiento.

Denunció además que su único ingreso es su salario y

que no posee ningún bien o empresa que le pueda permitir  generar

más ingresos para afrontar sus deudas. Señaló que su pasivo era de $

807.949 y su salario de $ 50.047,92 y, por lo tanto, no podía cancelar

el pasivo de manera regular.

Refirió  además  que  “…realizar  un  concurso  civil,

implica afrontar costos y tasas que superan los $ 20.000 y no puedo

costearlos. Iniciar  una medida cautelar  para frenar todos los débitos

implicaría  cesar  los  pagos  para  no  poder  luego  acceder  a

refinanciaciones acordes a  lo  que  resta  de  mi salario,  y terminaría

solicitando justamente un proceso de quiebra. Por lo tanto mi situación

es desesperante, y requiere de un procedimiento extremo y conclusivo,

como el que aquí se solicita (…) esta situación la vengo atravesando

desde  hace  más  de  seis  meses,  y  no  puedo  seguir  obteniendo

préstamos  tras  préstamos,  y  refinanciaciones,  cuando  ya  no  me

alcanza  para  alimentarnos.  Esto  resulta  un  avallasamiento  sobre

derechos fundamentales de quien suscribe y su familia”.
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Ahora bien, la quiebra fue decretada el día 08/03/2022

ordenó el embargo sobre  las remuneraciones que perciba  atento  el

desapoderamiento dispuesto por el art. 107 LCQ.

En la resolución prevista en el art. 36 LCQ se declaró

verificado un crédito en favor del Banco de la Ciudad de Buenos Aires

por la suma de $ 119.842,37 con carácter quirografario.

Con fecha 19/04/2023 se dispuso la rehabilitación de la

Sra. Vanesa Patricia Vitiello y el cese de su desapoderamiento (art. 107

LCQ), ordenándose en consecuencia el levantamiento del embargo que

pesaba sobre sus haberes.

Con fecha 30/05/2023, atento lo solicitado y el estado

de autos, el tribunal requirió a la sindicatura que presentara proyecto

de  distribución  de  los  fondos  obrantes  en  autos  (art.  218  LCQ)  y

propusiera  además  las  medidas  que  considere  pertinentes  para  la

pronta conclusión de este proceso falencial (fs. 230).

Con  fecha  16/06/2023  la  sindicatura  presentó  el

informe final y proyecto a los fines de distribuir la suma de $ 66.986,98

resultante de la imposición a plazo fijo de los fondos embargados de los

haberes que percibe la Sra. Vitiello, el que se tuvo por presentado y se

regularon honorarios a los profesionales intervinientes apartándose de

las pautas jadas en el art. 271 LCQ.

En el referido proyecto se advierte que la sindicatura

imputó  la  totalidad de las sumas habidas en autos para  cancelar  a

prorrata  los gastos del concurso  y honorarios de  la  sindicatura  que

calculó en la suma de $ 938.092,77 (3 sueldos de secretario).

La magistrada reguló en favor la sindicatura la suma

de $ 300.000 y con fecha 15/08/2023 el Superior la elevó a la suma de

$ 2.000.000.

Vueltas las actuaciones se solicitó a la sindicatura que

readecuara  el proyecto  de  distribución y el 16/11/2023 se  tuvo  por

aprobada la readecuación. Asimismo, se intimó a la fallida a depositar

la  suma  de  $1.915.323,40  a  fin  de  cancelar  la  totalidad  de  los

honorarios de la sindicatura, bajo apercibimiento de ejecución.
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Conforme  lo  descripto  precedentemente,  la  Sra.

Vitiello  solicitó  su  propia  quiebra  acreditando  ser  una  consumidora

nanciera. Sin embargo, no se le dio una tutela procesal adecuada.

En  este  sentido,  se  ha  sostenido  que:  “…la

interpretación  de  la  ley  no  constituye un  mecanismo  exacto,  o

desapegado  de  todos  los  intereses  en  juego;  y  menos  aún  de  los

derechos fundamentales. Y si bien acertadamente se ha señalado que

la Ley de Concursos y Quiebras 24.522 no contiene disposiciones que

contemplen la situación personal del concursado sobreendeudado, se

entiende  que,  pese  a  la  ausencia  de  tratamiento  legal, debe

concederse  innegable  prioridad a  los  derechos constitucionales que

tutelan la vida, la salud y la integridad física de las personas” (CNCom.,

Sala F, “Zupan, Matías Germán s/ Concurso preventivo”, sentencia del

7/07/2023).  Con  este  objetivo  deben  armonizarse  las  normas

concursales  con  las  del  deudor  consumidor,  y dar  debida  tutela  al

peticionante que integra la franja vulnerable que debe ser objeto de

especial tutela (ver CNCom., Sala F, “Cipriano, Ambrosio Bartolomé s/

concurso preventivo” del 3/10/19, expte. 9711/2019). 

A fin de lograr un abordaje metódico de las temáticas

de orden público que subyacen al caso y su incidencia en la resolución

al recurso  en trámite,  resulta  menester  expedirme acerca  de: (i)  la

calidad  de  consumidora  sobreendeudada  de  la  fallida;  (ii)  la

problemática económica, social y cultural del sobreendeudamiento; (iii)

los  derechos  constitucionales  en  juego;  (iv)  los  procedimientos

concursales o  administrativos como solución al sobreendeudamiento

del consumidor; y (v) el acceso a la justicia y el bene cio de gratuidad.

(i) La condición de consumidora sobreendeudada.

El  sobrendeudamiento  del  consumidor  es  aquella

situación donde se genera un desequilibrio, con estado de cesación de

pagos  o  sin  él,  entre  los  ingresos  ordinarios  de  un  sujeto  y  las

obligaciones  asumidas  como  consecuencia  de  sus  relaciones  de

consumo,  resultando  que,  aquellas obligaciones no  contraídas en el

marco de una actividad especulativa del consumidor generan que el

sujeto  se  vea  imposibilitado  de  hacer  frente  a  las  erogaciones
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necesarias  para  solventar  su  manutención  digna  y  la  de  su  grupo

familiar.

Este  estado  patrimonial  posee  aristas  particulares

pues  no  se  llega  a esta  situación  por  la  actividad  empresarial,

comercial o profesional del sujeto, sino que su causa obedece a deudas

de  consumo  y  otras  derivadas  de  ellas.  Estas  no  provienen  de  su

actividad  especulativa  sino  de  su  obligación  de  vivir  y  cubrir  sus

necesidades básicas personales o familiares, resultando de esta forma,

una  afectación  no  solo  de  tipo  patrimonial,  sino  que  también  a  la

dignidad de la persona y su grupo familiar.

El consumidor, persona humana, que se encuentra en

esta situación se convierte en un sujeto excluido de la sociedad de la

cual forma parte, puesto que le es restringido su derecho al acceso de

una vivienda digna, a bienes primarios y a todos aquellos que precise

para desempeñarse mínimamente en sus relaciones sociales.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación

ha  expresado  que  “La  Constitución,  al  tutelar  a  los  consumidores,

obliga  a  sostener  una  interpretación  coherente  del  principio

protectorio, que en el caso se refiere, concretamente, al problema del

“sobreendeudamiento”.  El  sobreendeudamiento  es  la  manifiesta

imposibilidad  para  el  consumidor  de  buena  fe  de  hacer  frente  al

conjunto de deudas exigibles. En muchos países se han dictado leyes

especiales destinadas a regular el problema del sobreendeudamiento

de los consumidores, que contemplan aquellos supuestos en los que el

deudor está afectado por alguna circunstancia inesperada, tal como un

cambio  desfavorable  en  su  salud,  en  su  trabajo  o  en  su  contexto

familiar  que  incide  en su capacidad de  pago.  Por  ello  se  autorizan

medidas  vinculadas  con  la  intervención  en  el  contrato,  otorgando

plazos de gracia, estableciendo una suerte de concurso civil,  o  bien

promoviendo refinanciación a través de terceros” (cfr.  CSJN, “Rinaldi

Francisco  A.  y  o.  c/  Guzmán  Toledo,  Ronal  C.  y  o.  s/ejecución

hipotecaria”, 15/03/2007, Fallos 330:855).

Puede observarse que la fallida es una consumidora

sobreendeudada,  pues  tal  carácter  ha  quedado  acreditado  por  su

condición de empleada del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y
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por las causas de las deudas denunciadas, que no provienen de una

actividad especulativa o de un emprendimiento empresarial.

En efecto, las deudas denunciadas por la Sra. Vitiello

son de entidades financieras y no financieras que otorgan créditos al

consumidor  final (Créditos al Río S.A., Mercado Libre S.R.L., Fremont

Group  S.A.,  SPC  Group  S.A.,  Argencred  S.A.,  Compañía  Finaciera

Argentina  S.A.  –  Efectivo  Sí,  Cuotafacil S.A.,  Banco  de  la  Ciudad de

Buenos  Aires,  Carta  Sur  Cards  S.A.,  Bankito,  Prenpol  S.A.,  Serolav

S.R.L., Simple S.A.; ver escrito de petición de propia quiebra). El pasivo

denunciado era de $807.949.

De  dichos  acreedores,  se  presentó  a  verificar

únicamente el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, cuyo crédito fue

verificado  por  la  suma  de  $92.378,43  en  concepto  de  capital  y

$27.465,94  en  concepto  de  intereses,  ambos  con  carácter

quirografario, $5.767,85 en concepto de I.V.A. con carácter condicional

o eventual y un crédito de $3.894 en concepto de arancel previsto por

el art. 32 de la ley 24.522.

(ii) La  problemática  económica,  social  y cultural  del

sobreendeudamiento. 

El análisis del caso debe ser contextualizado, frente a

un fenómeno de impacto económico y social. Para su comprensión los

operadores jurídicos deben considerar el escenario en que sucede el

endeudamiento  para  poder  lograr  una interpretación de las normas

aplicables teniendo en cuenta,  finalidad de la  ley,  disposiciones que

surjan de  los tratados sobre  derechos humanos,  los principios y los

valores jurídicos de modo coherente con todo el ordenamiento (art. 2

CCCN), de manera de propiciar una solución razonablemente fundada

(art. 3 CCCN).

Por  ello  contextualizar  y  reconocer  el

sobreendeudamiento en la actual sociedad de consumo, es esencial a

los nes de seguir los lineamientos para la resolución del caso.

Los factores a tener en cuenta son muchos y de índole

bien  diversa.  Sin  temor  a  errar  podemos afirmar  que  los  aspectos

sociales tienen una influencia determinante a la hora de fijar aquella

línea de contorno, que establece el ámbito ordinario de las necesidades
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de los sujetos. Eliminar  este referente requiere extraer  a la persona

humana  del  núcleo  social  al  que  pertenece  por  tradición,  por

costumbres,  rentas,  incluso  por  lazos  familiares  (cfr.  Cuenta  Casas

Matilde, José Luis Colino Mediavilla, “Endeudamiento del Consumidor e

Insolvencia  Familiar”,  1ª  edición,  Civitas,  Thomson  Reuters,  Legal

Editorial Aranzadi SA España Pamplona, p. 34).

Las  operaciones  financieras  y  de  crédito  para  el

consumo constituyen una pieza imprescindible dentro del engranaje de

la sociedad de consumo y producción en masa, de manera que habrá

que contar con su progresiva expansión y afianzamiento (cfr. Anchával

Hugo, “Insolvencia del consumidor”, Astrea, 2011, p. 2; Ghersi Carlos

Alberto,  “Endeudamiento  y  sobreendeudamiento  desde  el  análisis

económico del derecho”, La Ley, Año LXXIX Nº 54, Tomo 2015-B, ISSN

0024-1636, 20/03/2015).

De igual manera, la conducta desplegada por algunos

proveedores  constituye  un  elemento  determinante  a  la  hora  de

analizar el fenómeno del sobreendeudamiento de la persona humana,

en  tanto  las  publicidades engañosas,  las  ventas y otorgamiento  de

préstamos  sin  una  adecuada  verificación  crediticia,  las  condiciones

leoninas  de  los  contratos  de  adhesión,  la  ausencia  de  educación

financiera, de consumo sustentable y responsable y las falencias en la

información que brindan los proveedores, sumado al poco de control

del  Estado  incrementan  las  posibilidades  de  caer  en  un

sobreendeudamiento.

Se  suma  a  la  problemática  expuesta  que,  en  los

últimos tiempos, han surgidos numerosos actores dentro del sistema

financiero -no bancarios y de libre acceso– siendo que muchos de ellos,

aun no  se  encuentran  regulados y/o  sometidos a  control  en  forma

debida como sí lo están los agentes regulares que intervienen en el

mercado como lo son las entidades financieras. Los primeros buscan

captar  masivamente  el  público  menos  atractivo  para  las  grandes

entidades reguladas encontrándose compelidos al acceso de ese tipo

de crédito los sectores más vulnerables de la sociedad que sufren las

consecuencias disvaliosas del sobreendeudamiento, sin capacidad de

repago.
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La responsabilidad de los proveedores de créditos no

puede ser  soslayada pues son quienes no realizan control alguno de

solvencia  de  los  tomadores,  evaden  la  normativa supralegal,  no

informan adecuadamente las consecuencias del incumplimiento, por lo

general brindan estos créditos en condiciones usurarias y con tasas de

financiación  muy por  encima  del  promedio  del  mercado  oficial  de

empréstitos.

Convergen, además, aspectos tales como la educación

financiera, la obligación de consejo y de información a cargo de los

proveedores,  protagonistas  del  sistema  financiero.  Se  suma  en  la

observancia  del contexto,  aspectos de  la  macro  y micro  economía,

in ación y depreciación monetaria, entre otras cuestiones.

Me  refiero  entonces  a  que,  si  omitimos  aspectos

esenciales que suceden en la vida diaria de las personas en sus roles

de  consumidores/as,  trabajadores/as  indudablemente  llegaremos  a

soluciones en abstracto o dogmáticas.

Las  causas  de  endeudamiento  del  consumidor  son

diversas en el entramado social, acceso a bienes o servicios esenciales

o no, con una depreciación constante monetaria, hechos que pueden

encontrarse relacionados con separaciones convivenciales, mudanzas,

acceso habitacional, sumada a otras causas propias de los defectos del

mercado que propician un consumo sin límites, creando necesidades o

deseos de acceso a bienes.

(iii) Los  derechos  constitucionales  afectados.  El

sobreendeudamiento como condición de hipervulnerabilidad; 

El Derecho del Consumidor en Argentina, desde el año

1993 ha registrado una evolución que ha sido evidentemente positiva,

y nos ha llevado hacia un sistema integral de protección que posee raíz

constitucional,  comprende  no  sólo  la  ley  especial  sino  principios

generales  y  normativa  codificada  y  administrativa,  la  cual  se

instrumentó  teniendo  como  núcleo  al  consumidor  como  sujeto

vulnerable considerando la existencia de desigualdad estructural en las

relaciones de consumo, que requiere de la intervención niveladora del

derecho.

___________________________________
Fecha de Firma: 27/05/2024 
Dictamen Número 1161/2024 
BOQUIN ,  GABRIELA FERNANDA - Fiscal General 
Fiscalía General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial

8 de 17



La  tutela  especial  de  esta  categoría  de  sujetos,  se

encuentra consagrada en la Constitución Nacional (art.42), el Código

Civil y Comercial, la ley 24.240 y en el principio in dubio pro consumidor

(art. 3 de la última norma y arts. 1094 y 1095 CCCN). Se integra, entre

otras, con las siguientes directrices: obligación de información (art. 4

de  la  ley  24.240  y  art.  1100  del  CCCN),  condiciones  previsibles  y

normales  de  uso  de  las  cosas  y  servicios  que  respeten  las

instrucciones, normas para garantizar su seguridad (art. 5 y 6 de la ley

24.240), prohibición de prácticas publicitarias engañosas (art. 8 de la

misma norma y art. 1001 del CCCN), trato digno y equitativo (art. 8 bis

LCD y art. 1097 CCCN), prohibición de cláusulas abusivas (art. 37 LDC y

988,989 CCCN),  beneficio  de  justicia  gratuita  (art.  53 LDC) y deber

genérico  de  prevenir  el daño,  que  en la  temática  en estudio  recae

sobre los proveedores (art. 1710 CCCN), entre otros.

El art. 42 de la Constitución Nacional dispone que: “Los

consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la

relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses

económicos;  a  una  información adecuada  y veraz;  a  la  libertad de

elección y a condiciones de trato equitativo y digno”.

Es  la  propia  Constitución  Nación  que  indica  en  el

párrafo  siguiente  del artículo  referenciado  que  son  las  autoridades,

quienes se  encuentran obligadas a  proveer  a  la  protección de  esos

derechos,  debiendo  la  legislación  establecer  con  procedimientos

e caces para la prevención y solución de con ictos.

Además  de  aplicarse  la  normativa  tutelar  deben

tenerse en cuenta las capas de vulnerabilidades que pueden afectar a

una misma persona inmersa en una situación de consumo.

El  consumidor  que  se  encuentra  en  situación  de

sobreendeudamiento  se  convierte  en  un  sujeto  excluido,

hipervulnerable,  puesto  que  ve  restringido  su  derecho  al  acceso  a

bienes primarios; bienes fundamentales que el individuo necesita para

desempeñarse mínimamente en sociedad: libertad, trabajo, vivienda,

educación y salud. Se trata de derechos predemocráticos, en el sentido

de  que  son un presupuesto  para  el contrato  social;  son un mínimo

social y, desde el punto de vista jurídico, una garantía estatal mínima
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(cfr. Lorenzetti,  Consumidores, Segunda Edición Actualizada, Rubinzal

Culzoni, 2009, p.17).

Es  indiscutible  que  la  vulnerabilidad  del  usuario  se

manifiesta por la situación de debilidad o fragilidad en la que queda

expuesto como consecuencia de la desigualdad estructural en relación

con  el  proveedor.  La  misma  se  torna  en  hipervulnerabilidad  ante

determinadas situaciones que implican, por ejemplo, alguna dificultad

para tomar decisiones razonables y ejercer sus derechos y obligaciones

en igualdad de condiciones con otros usuarios.

De  esta  forma,  existe  hipervulnerabilidad  cuando  la

situación de  desigualdad estructural a  la  que  está  expuesto  el o  la

consumidora  proviene  de  factores  que  no  sólo  involucran  la

desigualdad propia de la relación de consumo, sino también, factores

estructurales  de  la  sociedad,  existentes  ya  sea  por  mandatos

culturales,  sociales  o  por  la  inferioridad  de  recursos,  información  y

educación  que  la  incrementan.  Es  decir,  se  suman  capas  de

vulnerabilidades en un mismo sujeto.

No  se  puede  perder  de  vista  que  la  tutela  de  los

derechos en juego no quedará satisfecha si se abordan los canales de

solución del conflicto con regímenes estáticos que no pueden ser en

ningún caso  compatibles con la  tutela  de  los derechos de  las y los

consumidores.

La vigencia del Estado de Derecho Constitucional exige

que,  frente  al  problema del sobreendeudamiento,  el  juez realice  su

mayor  esfuerzo  para  elaborar  una  respuesta  jurisdiccional  lo  más

adecuada  y  eficiente  posible.  Un  Estado  de  Derecho  Constitucional

implica afirmar que rige el principio de la decisión mayoritaria con el

límite de los derechos fundamentales, los cuales, por su pertenencia al

género  humano,  son inalienables.  La  mayor  garantía  que  se  puede

otorgar a estos derechos es que no sean derogados por las mayorías ni

por  el mercado. En el caso en que hay una disputa sobre derechos

fundamentales, el juez no puede mantenerse al margen, sino que debe

ser consciente de las insuficiencias del acceso a la justicia e intervenir

para  una  rápida  y efectiva  satisfacción (cfr.  Lorenzetti  Ricardo  Luis,

Teoría de la Decisión Judicial, Rubinzal Culzoni, 2006, p. 111, 160, 401).
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Es  a  la  luz  de  lo  expuesto  que  corresponde  dar

tratamiento a la cuestión ventilada en autos. 

(iv) Los procedimientos concursales o administrativos

como solución al sobreendeudamiento del consumidor: 

Al  introducirnos en el  análisis  de  los procedimientos

que tutelan el sobreendeudamiento resulta indispensable recordar que

la protección de los consumidores se vincula e integra con la defensa

de  los derechos humanos,  la  protección de  los consumidores en el

ámbito contractual, en la adquisición de bienes y servicios, en la esfera

ambiental,  en el uso  y el abuso de los medios tecnológicos y otros

medios para dirigir la publicidad, y las diferentes políticas públicas de

consumo, en el deber de prevenir el daño a cargo de los proveedores

dadores  de  créditos  y  en  el  límite  a  las  cláusulas  abusivas  de  los

contratos de adhesión.

De  esta  forma,  y  en  particular  en  el  caso  del

sobreendeudamiento  y su  solución  puede  llegar  a  colisionar  con  el

derecho de propiedad de los acreedores (art. 17 CN), pero sostienen la

protección integral de la familia, el acceso a una vivienda digna del

consumidor (art. 14 bis CN) y a la protección de su salud, seguridad e

intereses  económicos;  a  una  información  adecuada  y  veraz;  a  la

libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno (art. 42

CN).

Siendo tantos los derechos involucrados, analizar  las

herramientas  que  protegen  al  consumidor  en  un  estado  de

sobreendeudamiento exige interpretar el ordenamiento jurídico como

un  todo  armónico  y  coherente  en  busca  del  equilibrio  entre  sus

distintos principios y reglas para dar solución al con icto.

La  Ley de  Concursos y Quiebras,  en la  medida  que

regula los procesos que otorgan una solución legal ante el estado de

cesación de pagos no se presta como una solución efectiva, aunque

sea  legal  ante  el  sobreendeudamiento  del  consumidor  pues  no  es

eficiente por razones de costo, complejidad de los procesos y duración

de los mismos.

Si  tenemos  en  cuenta  que  las  finalidades  de  los

procedimientos previstos en la ley 24.522 son la protección del crédito,
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la  conservación  de  la  empresa  o  la  salvaguarda  de  las  fuentes de

trabajo, nos daremos cuenta que la télesis normativa es muy lejana o

diferente de la que debe primar en un proceso de sobreendeudamiento

de una persona humana consumidora: la protección de su dignidad.

El  concurso  del  consumidor  sobreendeudado  es

técnicamente  un  proceso  al  cual  se  somete  el  patrimonio  de  una

persona  humana  sin  actividad  económica  como,  por  ejemplo,  un

empleado  bajo  relación de  dependencia  (como en el  caso)  forzado

patrimonialmente  por  deudas  que  no  surgen  de  la  actividad

especulativa  o  comercial,  sino  que  son  resultado  del  consumo  de

bienes y servicios.

La problemática que se plantea al aplicar las normas

concursales  es  que  la  ley  24.522  no  distingue  ni  establece  una

diferenciación entre  los sujetos que  tutela,  disponiendo  de  un único

modelo de proceso principalmente destinado a pequeñas, medianas o

grandes  empresas,  que  equipara  la  situación  patrimonial  del

consumidor con las de empresas de gran envergadura.

Si bien la quiebra de la Sra. Vitiello fue dispuesta en los

términos de los arts. 288 LCQ, la diferenciación que dispone la referida

normativa  para  los  pequeños  concursos  importa  una  simplificación

procedimental mínima que no contempla las características específicas

de la problemática del consumidor, sino que su esencia de aplicación

sigue estando destinada al comerciante.

Sabido  es  que  las  causas  que  desencadenan  el

sobreendeudamiento del consumidor son múltiples, pues el mismo no

puede atribuirse a una causa determinada, sino a un conglomerado de

aquellas como, por ejemplo, el crédito al consumo irrestricto, la falta

de información, la falta de educación, la falta de políticas públicas que

tutelen al consumidor, etc. Ellas se interrelacionan y operan directa o

indirectamente en el patrimonio del consumidor.

Ante  tal  situación,  la  búsqueda  de  una  solución

adecuada  implica  que  se  armonice  el  ordenamiento  jurídico  en  su

integridad.

Resulta  evidente  que  se  requiere  una  norma  que

regule  específicamente  tal  evento  social  y  económico  que  impacta
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sobre  derechos  esenciales  y  económicos  en  general.  No  obstante,

mientras el Poder  Legislativo  no  avance en tal sentido,  es el Poder

Judicial  quien,  con  un  abordaje  integral  de  la  normativa  vigente,

tratados de  derechos humanos y jurisprudencia  debe  propiciar  una

respuesta para salvaguardar los intereses y derechos en juego. Ergo de

momento subyace la Ley de Concursos y Quiebras (N° 24.522) y la ley

Defensa de los derechos de las y los consumidores (N° 24.240) como

estamentos legales vigentes sobre los que será necesario realizar un

análisis de integración, teniendo como principal objetivo dar efectiva

tutela a los derechos de raigambre constitucional en juego.

Si  bien  los  puntos  de  análisis  sobre  el  adecuado

proceso  de  resolución de  conflictos ante  el sobreendeudamiento  de

personas  humanas  son  variados  y  de  diferentes  índoles,  resulta

menester puntualizar sobre cómo es posible armonizar e integrar los

derechos e  intereses del conjunto  de  los afectados por  la  situación

particular  de  cesación  de  pagos  en  que  incurre  la  deudora  y  la

gratuidad prevista en el art. 53 LDC.

Del análisis realizado por la magistrada de grado, se

concluye que la deudora sobreendeudada queda sin alternativa posible

para  reestablecer  su  estatus  y  poder  reinsertarse  económica  y

socialmente. No puede admitirse una respuesta al justiciable, como la

de autos, cuando podría alcanzarse una solución que contemple una

interpretación armónica de las normas vigentes.

No  debe  perderse  de  vista  el  contexto  en  el  que

corresponde brindar una solución jurisdiccional al caso. Las normas y

sus finalidades deben ser interpretadas considerando ello, pues de lo

contrario  las  soluciones  lucirían  desactualizadas  y/o

descontextualizadas.

De ello se deriva la necesidad de brindar una solución

jurídica que permita  sortear  el obstáculo  de acceso a la  justicia  del

consumidor sobreendeudado. 

(v) Bene cio de gratuidad. Acceso a la justicia.

El beneficio de gratuidad contenido en el artículo 53

de la Ley de Defensa del Consumidor, tiene por finalidad la creación
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del microsistema tuitivo  del consumidor  y/o  usuario  consagrado por

nuestro ordenamiento jurídico.

Al respecto, ya se ha sostenido que “la literalidad del

dispositivo contenido en el artículo 53 de la ley 24.240 de defensa del

consumidor -t.o. por  el art. 28, L. 26361- no habilita otra conclusión

que admitir  la  irrestricta  gratuidad del trámite  procesal,  por  lo  cual

quien demanda en el ámbito nacional con fundamento en una relación

de consumo está eximido de abonar la tasa de justicia que concierte el

acceso a la jurisdicción y los demás gastos que genere la tramitación

del proceso” (Cám. Nac. Com., sala F, “San Miguel, Martín Hector, y

otros c.  Caja  de  Seguros S.A.” 29/06/2010; Cam Nac.  Com.,  sala  F,

“Piñero José María Fernando y otro c. Sancor Seguros” 23/08/2012, en

idéntico  sentido  Cám.  Civil  y  Comercial  de  Mar  del  Plata,  Sala  III,

“Oviedo Gladys Ester y Otro c/ Peugeot Citroen Argentina SA y otro. s/

Daños y Perjuicios”, 13/07/2012).

Así pues,  la  parte  final del art.  53 de  la  ley 24.240

establece que las actuaciones judiciales que se inicien de conformidad

con aquella ley en razón de un derecho o un interés individual gozarán

del bene cio de justicia gratuita.

Ello  significa  que,  al  conferirse  automáticamente  el

beneficio de justicia gratuita se configura una presunción iuris tantum a

favor  del  consumidor  por  dos  motivos:  el  primero  porque  se  lo

considera  que  carece  de  los  recursos  económicos  necesarios  para

enfrentar el proceso y se lo exime de la totalidad de los gastos, costos

y costas que pueda insumir la tramitación; y el segundo, teniendo en

consideración  el  propósito  tuitivo  de  la  norma  y  que  considera  al

consumidor  no  sólo  como  un  sujeto  vulnerable  susceptible  de

protección, sino también, como ya lo he expresado, un medio a fin de

regular el actual mercado económico.

En tal sentido, la gratuidad en el acceso a la justicia es

condición sine qua non para  el efectivo  funcionamiento  del sistema

jurídico diseñado a partir del artículo 42 de la Constitución Nacional.

La  aplicación  de  esta  normativa  debe  realizarse

independientemente de cuál sea el ámbito en el cual la relación sea

examinada.
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Sostener, por ejemplo, que los principios del derecho

de  los  consumidores  carecen  de  fuerza  o  ven  menguada  su

importancia  sólo  por  el  hecho  de  que  deban  ser  aplicados  en  un

ámbito  diferente  (vgr.  en un escenario  concursal),  es equivalente  a

negar su existencia.

En esta inteligencia, existió en autos un apartamiento

de la normativa de orden público, pues corresponde el otorgamiento

del  beneficio  de  gratuidad  en  los  procesos  donde  se  encuentran

involucradas cuestiones de consumo.

Es necesario recordar que el derecho del consumidor

nace y se estructura sobre un pilar básico que le da sentido a todo el

sistema: la  existencia  de desigualdad sustantiva y estructural en las

relaciones  de  consumo.  Una  desigualdad  que  requiere  de  la

intervención  niveladora  del derecho  -en  todos  sus  niveles  y

potencialidades-  para  evitar  las  injusticias  que  de  ella  resultan  (cfr.

Galeazzi, Mariela Verbic, Francisco, “Acciones colectivas y beneficio de

justicia gratuita”, La Ley 02/10/2014, 5; La Ley 2014-E, 462).

El art. 53 in fine de la ley 24.240 determina que “Las

actuaciones judiciales que se inicien de conformidad con la presente

ley en razón de un derecho o interés individual gozarán del beneficio

de justicia gratuita. La parte demandada podrá acreditar la solvencia

del consumidor mediante incidente, en cuyo caso cesará el bene cio”.

Huelga mencionar que la cuestión relativa al alcance

del beneficio de justicia gratuita ha quedado superada de conformidad

con la doctrina plenaria sentada en los autos "Hambo, Debora Raquel

c/  CMR  Falabella  SA  s/  Sumarísimo”  (Expte.  N°  S.  757/2018)  del

21/12/21  que  determinó  que el  “beneficio  de  justicia  gratuita”  que

dispone  el  artículo  53  de  la  ley N°  24.240,  además de  los  gastos,

sellados u  otros  cargos inherentes  a  la  promoción  de  la  demanda,

exime  al  consumidor  del  pago  de  las  costas  del  proceso  si  fuera

condenado a satisfacerlas total o parcialmente.

5. Improcedencia de la intimación

En la resolución del 15/11/2023, que viene apelada, se

ordenó intimar a la fallida para que “…dentro del plazo de diez días

deposite la suma de $1.915.323,40 que resulta de la diferencia entre
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los  honorarios  regulados  en  favor  del  Síndico  (…)  y  los  fondos

asignados a su favor  en el proyecto de distribución aprobado supra.

Ello bajo apercibimiento de ejecución”.

Se  advierte  que  la  resolución no  contempló  las

previsiones  del  art.  53  LDC,  ni  los  alcances  dados  por  la  Corte

Suprema, la  doctrina  plenaria  emanada del fallo  “Hambo” y demás

garantías amparadas por  nuestra  Constitución Nacional,  puesto  que

agrava aún más la situación de la deudora habilitando la ejecución en

su contra.

Probada  la  existencia  de  una  relación  de  consumo,

como  ocurre  en  el  presente  caso,  el instituto  de  la  gratuidad

consagrado en el art. 53 de la ley 24.240 opera en forma automática,

sin perjuicio de su expresa petición por  parte del consumidor. Por  lo

tanto, la fallida goza del beneficio de justicia gratuita previsto por el

artículo 53 de la ley 24.240 de manera automática hasta tanto no se

acredite su solvencia en el marco del incidente correspondiente.

No  obstante  ello,  en  la  resolución  recurrida

la magistrada desconoció  la  especial  tutela  que  debió  habérsele

brindado  a  la  deudora  como  consumidora  sobreendeudada,  al  no

haber protegido sus derechos integrándolos a la luz de la Constitución

Nacional  y  los  tratados  internacionales  de  derechos  humanos,

colocando a la República Argentina en una situación de incumplimiento

de obligaciones asumidas (cfr. Dictamen nro. 803/2023 del 27/04/2023

en los autos “Recurso Queja Nº 2 – Zupan, Matías German s/ Concurso

Preventivo").

Una  interpretación  contraria  implicaría  que  la

consumidora sobreendeudada que recurrió a la única solución que el

derecho  argentino  prevé  para  la  insolvencia  termine  inmersa  en un

endeudamiento aún mayor. De este modo, a través de la jurisdicción

se obstruiría a una consumidora sobreendeudada toda posible solución

y defensa de sus derechos.

La intimación dispuesta por  la  magistrada de grado,

además  de  ser  improcedente,  conlleva  una  clara  denegación  de

justicia  para  la  consumidora  al  no  habérsele  dado  una  adecuada

solución a la situación de hipervulnerabilidad que atraviesa junto a su
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grupo familiar, en contra de lo dispuesto por las normas protectorias

de los derechos de los consumidores ya señaladas. 

Por  lo  expuesto,  esta  Fiscalía  considera  que  debe

dejarse  sin efecto  la  readecuación del proyecto  de  distribución y la

intimación a la consumidora deudora ordenada bajo apercibimiento de

ejecución. 

5. Reserva  Caso  Federal.  Para  el  caso  en  que  la

sentencia deniegue lo solicitado por el Ministerio Público en ejercicio de

sus atribuciones constitucionales (artículo 120 Constitución Nacional) o

dicte una resolución contraria al respecto que vulnere el derecho de los

consumidores consagrados en el artículo 42 de la Constitución Nacional

y en los diversos Tratados con jerarquía constitucional (artículo 75 inc.

22  C.N.), desde  ya  formulo  reserva  para  ocurrir  por  la  vía

extraordinaria federal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

6. Por  las razones expuestas esta  Fiscalía  considera

que  el  Tribunal  debe  revocar  la  sentencia  de  grado,  en  el  sentido

expuesto.

Dejo así contestada la vista conferida.

Buenos Aires, mayo de 2024.
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8) JUZGADO COMERCIAL 9 - SECRETARIA N° 17 expte 11579/2026 - F Y

F LLANTAS Y CUBIERTAS S.R.L. S/CONCURSO PREVENTIVO  .

Continúa el contrato de seguro de ART como medida cautelar y no por aplicación del art 

20 LCQ.  

El Art.20 LCQ referido a los contratos con prestaciones recíprocas pendientes no aplica a 

contratos de ejecución continuada. Por lo tanto, el juez da una solución como "medidas 

cautelares atípicas" o medidas autosatisfactivas, que como consecuencia del proceso 

concursal tienden a preservar la empresa y asegurar la finalidad del concurso preventivo. 

Por ello dispone la continuación del contrato y la cobertura a los empleados.. 
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11579/2026 - F Y F LLANTAS Y CUBIERTAS S.R.L. 

s/CONCURSO PREVENTIVO 

Buenos Aires, de julio de 2026 - AMG 

AUTOS Y VISTOS: 

1.- Mediante la presentación de fecha 08.07.26 solicitó la 

concursada se disponga la continuación de la vigencia del contrato 

celebrado con Provincia ART y la cobertura respectiva a sus 

dependientes. 

En subsidio, solicitó como medida cautelar se obligue a la 

ART a dar la cobertura contratada. 

Fundó su pretensión en el art. 20 de la LCQ y consideró que si 

bien la atención de los siniestros laboral no constituyen un servicio 

público, no pueden considerarse un contrato de seguros de 

conformidad con la Ley 1 7.418 en tanto su afiliación es 

obligatoria por la Ley 24.557 y que la Ley de Riesgos del Trabajo 

debe ser situada dentro de la esfera de la seguridad social. 

Dijo que la solución solicitada pretende proteger a los 

trabajadores guardando así una estrecha vinculación con el interés 

público. 

Postuló que la falta de pago no se trata solo de la situación 

económica que atraviesa la empresa sino tambien de la prohibición 

emanada del art. 16 de la LCQ, debiendo eventualmente abonar las 

cuotas posteriores a la presentación en concurso. 
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términos previstos por la Ley de Riesgos del Trabajo, la medida 

cautelar será admitida debiendo la ART concurrir a insinuar sus 

créditos ante el síndico en los términos del art. 32 de la ley 24.522. 

IV.- Por todo ello, se RESUELVE:

1 ° .- Admitir la medida cautelar peticionada por la concursada, 

y en consecuencia, disponer la continuación del contrato celebrado 

con Provincia ART y la cobertura respectiva a sus dependientes 

Comuníquese mediane oficio según modalidad de trabajo del 

tribunal del siguiene link. 

2º .- Regístrese y notifiquese por Secretaría. 

JAVIER COSENTINO 

JUEZ 
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